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1. DERECHO, CAMBIO YTECNOLOGÍA

En el m undo del Derecho la  evolución , que es un  elem en to in tr ínse-
co al sistem a jurídico, se produce a través de distin tos procesos. E l 
m ás com ún , al m argen  de los procesos disruptivos prom ovidos por  
los cam bios radicales en  el sistem a político, supone un  procedim iento 
continuo de regulación  y de inadecuación  sobrevenida de las reglas 
ju r ídicas, que da lugar a la  aprobación de nuevas norm as para propor-
cionar  una respuesta  adecuada a  las nuevas rea lidades socia les. La ob-
solescencia del Derecho vigente, su incapacidad en  un  m om ento deter-
m inado para dar  respuesta  a  los problem as sociales a los que aspira a  
regular, provoca  en  una prim era fase la  u tilización  de los m ecan ism os 
de adaptación  del propio ordenam ien to, básicam en te la interpretación 
adaptativa por  los operadores jur ídicos. Sólo después, por  lo general, 
se elaboran  y aprueban  nuevas norm as para sustitu ir  a otras que han  
dem ostrado no poder solucionar  los problem as plan teados. La dinám i-
ca regulación-obsolescencia-nueva regu lación  supone un proceso de 
actualización , y se produce especialm ente en  aquellos sectores m ás 
afectados por los cam bios en la realidad regulada. Cam bios que pue-
den  ser  de todo tipo: económ icos, sociales y, especialm en te, tecnoló-
gicos. Así es com o evoluciona el Derecho. Las transform aciones en  la  
rea lidad que regula se convierten  en  un  desafío para el sistem a jurídi-
co, del que se espera una nueva regu lación  que proporcione respuestas 
adecuadas a  las diferentes necesidades generadas, ordenando adecua-
dam en te esta  realidad.

El sector del ordenam iento jur ídico del que m e ocupo, el Derecho del 
Trabajo, es especialm ente proclive a  este tipo de procesos. Éste está 

227  Grupo de Investigación  PAI SEJ-322; Este trabajo es resu ltado cien tí co del proyec-
to de investigación  DER 2015-63701-C3-3-R, “Instrum entos norm ativos sociales an te el 
nuevo contexto tecnológico”.
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llam ado a regu lar un tipo de relación  jurídica, la de trabajo asalaria-
do, que resulta particu larm en te sensible a los cam bios en la  realidad 
en que se desarrolla . Los contextos económ icos, sociales y tecnológi-
cos determ inan  el con ten ido de la  relación  de trabajo, que cam bia de 
m anera continua reaccionando a  las transform aciones en  éstos. Las 
innovaciones tecnológicas cam bian  la m anera  en que se trabaja y el 
m odo en que el trabajo se u tiliza228. Al hacerlo, fuerzan  a m odi car su  
regulación  com o ún ica m anera de m antener su  e cacia  ordenadora.

A la vez, el Derecho laboral se ha constru ido considerando este factor, 
y se ha dotado de unos m ecanism os de adaptación  especialm ente e -
caces, m uchos de los cuales son  propios y exclusivos de esta  ram a del 
sistem a legal. La instrum entalización de la  legislación  laboral para los 
objetivos de las políticas económ icas, laborales y de em pleo hace que 
ésta  sea objeto de reform as con tinuas, generándose una  dinám ica  de 
renovación  que facilita  su adaptación  cuando resu lta  necesario. Por 
otro lado, la negociación  colectiva, pensada origina lm ente com o un 
m ecanism o de adaptación  sectorial y coyun tura l, ha  recibido tam bién  
la  función  de servir  de vanguardia  del cam bio norm ativo, proporcio-
nando las prim eras respuestas del ordenam iento laboral. Se incorpo-
ra , así, una función  prelegislativa a  las tradicionales de esta in stitu-
ción , que resu lta  cada vez m ás evidente a  m edida que los gobiernos 
trasladan  a los interlocutores sociales la responsabilidad de actualizar  
las respuestas jurídicas a  los problem as nuevos, con  la excusa  de su  

exibilidad y especial legitim idad. Función  que es tam bién , en  m uchas 
ocasiones, pedagógica , a l presentarse las prim eras soluciones conven-
cionales com o m odelos a seguir  para  el con junto del sistem a de rela-
ciones labora les.

Estos m ecanism os están siendo puestos a  prueba con  el desarrollo de 
la  econom ía colabora tiva y del trabajo en  plataform as. E l objetivo de 
este trabajo es analizar  el a lcance y las particu lar idades de este desa-
fío, y apuntar  cóm o podrá producirse la  adaptación  del Derecho del 
Trabajo a  una realidad cuya presencia en  nuestras econom ías es ya 
indudable229.

228  Un estudio recien te y com pleto, con atención al im pacto de la  econom ía digita l, en 
CALVO GALLEGO, F.J.: “Nuevas tecnologías y nuevas form as de trabajo”, Crea tividad y 
Sociedad, n º 26, 2016.
229  Los m iem bros del proyecto de investigación  Der 2015-63701-C3-3-R ha publicado 
un  portal sobre esta m ater ia , en  el que se reproducen  sus resu ltados cien tí cos y se 
incluye num erosa inform ación sobre el im pacto de la econom ía colabora tiva . Este por-
ta l se denom ina “Trabajo, Persona, Derecho y Mercado”, y se localiza en la siguiente 
dirección electrón ica : h ttp://grupo.us.es/iwpr/
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2. EL IMPACTODELA ECONOMÍA COLABORATIVA EN EL SISTEMA JURÍ-
DICO

Analizado desde este pun to de vista, el de los procedim ientos de cam -
bio y adaptación  del Derecho del Trabajo, el fenóm eno de la econom ía 
colaborativa, a l que dedicam os esta  m onografía , presenta a  la  vez ele-
m en tos conocidos y otros originales. E l hecho de que una serie de in-
novaciones tecnológicas generen  tensiones en  las respuestas legales y 
convencionales tradicionales, hagan  surgir  dudas sobre su  idoneidad, 
y lleven a plan tear  su  m odi cación , lo hem os conocido ya. Todavía es-
tam os digir iendo el im pacto del penú ltim o fenóm eno en este sentido, 
el de la generalización  de las tecnologías de la  in focom unicación  en  los 
entornos de trabajo y en las relaciones laborales; la  respuesta  ha sido 
una  com binación  de construcciones jur isprudencia les y de respues-
tas convencionales que, si bien  no ha ofrecido una solución com pleta-
m en te satisfactoria , al m enos sí ha tratado a lgunos de los problem as 
m ás recurren tes. Tam bién  es corr ien te el debate producido sobre la 
su ciencia de la  regulación  existen te, o la  necesidad de generar  otra  
nueva , o incluso sobre la  conveniencia de que esta  regu lación  exista .

Algunos aspectos del im pacto de la  econom ía colaborativa y del traba-
jo en  plataform as sí resultan  origina les. Es nueva, a  m i juicio, la velo-
cidad con  que se ha desarrollado todo el proceso, ya que han pasado 
pocos años desde que se com enzó a constatar  su  existencia. Todavía 
debatim os sobre el a lcance y la  natura leza  del fenóm eno, sobre sus 
oportunidades y peligros, cuando a la  vez nos estam os planteando las 
reform as necesarias para  adaptar el ordenam iento labora l a  sus parti-
cularidades. Esto explica en  parte las serias di cu ltades que estam os 
encon trando, debidas a que nos falta  de nir, delim itar  y com prender 
adecuadam ente a que nos estam os acercando. No es éste el r itm o nor-
m al con  que reaccionam os an te este tipo de cam bios. Cabría  plantear-
se qué explica esta  novedad, el porqué de esta pronta reacción; y po-
dríam os encon trar  distin tas respuestas para ello.

Es tam bién  pecu liar  la  com plejidad de la  realidad con  que tiene que 
tratar  el ordenam iento ju rídico, m ayor que en ocasiones an ter iores. 
Aunque n inguno de los procesos de cam bio an ter iores ha sido sencillo, 
éste resu lta  especialm ente difícil, a l in teractuar factores económ icos, 
tecnológicos, organiza tivos… Se trata  de una rea lidad en  gran  m edida 
desconocida, por  de nir en m uchos de sus aspectos. El n ivel de des-
concierto del ju r ista  es por  ello todavía elevado.

Se trata, adem ás, de una  nueva realidad que requ iere respuestas del 
conjunto del ordenam ien to jur ídico, y no sólo del Derecho del Trabajo. 
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Más bien  éste ocupa un lugar  secundario en tre los sectores afectados, 
tras el Derecho de contratos y el Fiscal; los problem as laborales, cen -
trados sobre todo en  la  cali cación de los servicios prestados a través 
de plataform as, no son considerados los m ás acucian tes. En  todo caso, 
la  necesidad de coordinar  procesos de cam bio norm ativo en varias ra-
m as del Derecho es eviden te, y esto es a  la  vez una novedad y un  factor  
de com plejidad. Aunque los cam bios tecnológicos tienden  a  plan tear  
dé cits regulatorios en  distin tos ám bitos (Derecho adm inistrativo, 

sca l, de contratos), la  econom ía colaborativa  supera esto llegando a 
plan tear  la necesidad de replan tearse la  práctica totalidad del Derecho 
de las actividades económ icas.

Es original tam bién  el hecho de encon trarnos an te una con uencia de 
distin tos procesos de cam bio, a los que tratar de una  m anera unitar ia  
y ba jo una denom inación  com ún no deja de ser una decisión  conven-
cional. Hablar de econom ía colaborativa no sólo es im preciso desde un  
punto de vista  term inológico: lo es tam bién  conceptualm ente, porque 
no estam os an te una única realidad.

Nos encontram os, tam bién , an te un  fenóm eno que destaca por  su uni-
versalidad. De nuevo es a lgo que se puede predicar  de otros procesos 
de transform ación  an teriores. Los cam bios tecnológicos se extienden  
de m anera m ás o m enos rápida por todo el m undo, y con  éstos los pro-
blem as jurídicos que requieren  adaptación . Ahora, sin  em bargo, este 
carácter  un iversa l presen te a lgunas particu lar idades, algo com pren-
sible ten iendo en  cuen ta que la  econom ía colaborativa se produce en 
una  econom ía altam ente in tegrada, en una fase avanzada  de la globali-
zación . Es precisam ente la  globalización la que en  gran  m edida explica 
su desarrollo y extensión . La  econom ía  colabora tiva es un iversal tanto 
desde un  punto de vista geográ co (se produce en la  m ayor parte del 
m undo) com o sectorial (afecta un núm ero crecien te de actividades). 
Es un  factor  distin tivo, propio de esta realidad del siglo XXI, que en  
este caso nos encontram os an te unos m ism os su jetos que operan  a  n i-
vel global, desarrollando la  m ism a actividad, y es esta  presencia  la que 
explica  su  un iversalidad. Los m ism os protagon istas de la  extensión  de 
la  econom ía colaborativa están  presentes en  todas partes, y plan tean  
unos m ism os desafíos a reguladores, adm in istración e in terlocutores 
sociales. 

Esto da lugar a que en  un  período m uy corto de tiem po hayam os po-
dido com probar cóm o distin tos ordenam ientos jur ídicos han reaccio-
nado an te unas m ism as prácticas, dando respuestas no siem pre ho-
m ogéneas. Los pronunciam ien tos judiciales sobre Uber en  diversas 
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ju r isdicciones resu ltan  desde este punto de vista , del m ayor in terés 
convirtiéndose en un  caso de laboratorio sobre la  dinám ica del Dere-
cho del Trabajo del siglo XXI.

El desarrollo de la  econom ía colaborativa ha generado una gran  aten-
ción  en  todos los ám bitos, y ha generado incluso una alarm a social en  
ciertos sectores, aquellos en  los que estas prácticas se han extendido 
m ás y en  los que antes se ha constatado su  im pacto. Uber fue pionero 
en este sen tido; Airbnb le sigu ió poco después. Poster iorm ente otras 
plataform as com o Cabify o Deliveroo han  ido tam bién dem andando 
su cuota  de preocupación . Es éste un  fenóm eno que está  presente en 
los debates académ icos y en  el discurso político, en  la  prensa y en  
las agendas de los in ter locutores sociales. Hay preocupación  por sus 
consecuencias, en tre los afectados directam en te por  cada una de estas 
plataform as, y en  los sectores sociales m ás am plios que pueden verse 
tam bién  im plicados por su  im pacto sobre los prim eros.

Seguram ente la  m ayor particular idad que presenta la absorción por 
el ordenam ien to ju r ídico de los cam bios a  los que va a dar lugar  al 
desarrollo de la  econom ía colaborativa es su  alcance, que puede ser  
m ayor que el de procesos sim ilares anter iores. Se acepta de m anera 
general que nuestras sociedades y nuestras econom ías se encuentran  
en un  m om ento de cam bio disruptivo, com o consecuencia de avances 
tecnológicos de todo tipo; este m odelo económ ico sería  una m anifes-
tación  de éste. Las transform aciones que se prevén  serán  estructurales, 
m ucho m ás profundas de las experim entadas en  procesos anter iores, 
lo que hace dudar de la  capacidad del ordenam iento ju r ídico de adap-
tarse a  través de sus canales tradicionales.

En tre otras cosas, se pone en  cuestión  la  e cacia  de algunas institucio-
nes fundam en tales de nuestro m odelo socioeconóm ico. Desde nuestra  
perspectiva , lo que verdaderam ente preocupa es algo que que hoy ya se 
vislum bra, el cam bio del papel de trabajo en  las sociedades desarrolla -
das230. Ante un  escenario tecnológico en  el que la  actividad productiva 
de los hum anos puede llegar a  ser  redundante en  sectores y actividades 
enteras, las consecuencias socia les y económ icas se adivinan devasta-
doras. En  sociedades incapaces de ofrecer ocupación  a grandes secto-
res de su población  habrá  que replan tearse tem as tan  esenciales com o 
el acceso a las ren tas, los ingresos del Estado, el sistem a educativo 
o las políticas de em pleo. Com o señala un inform e elaborado por el 

230  Véanse las recien tes re exiones a l respecto de MOLINA NAVARRETE, C.: “¿El fu -
tu ro del trabajo, trabajo sin futu ro? Los “m itos nalistas” en la era digital del “neo-
m ercado””, Revista de Trabajo y Segu ridad Socia l CEF, nº 408, 2017.
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Parlam en to Europeo en  este año de 2017, debem os diseñar un nuevo 
contrato socia l actualizado al nuevo contexto, ya  que el an ter ior  se ba-
saba en un  m odelo de trabajo que está  dejando de ser el predom inante, 
no estando ya disponible en  volúm enes adecuados231. H acen  falta, por 
ello, “nu evos sistem as de bene cios qu e disocien  las ven tajas laborales 
del empleo a tiem po completo”.

Es la tecnología la que genera este efecto, que parece im parable. Las 
respuestas potenciales a  tam años desafíos están  todavía en fase de de-
bate y diseño, sin  que se haya  llegado aún  a  un  grado de consenso sobre 
en qué direcciones deberán  producirse éstas. H ay m ucha incertidum -
bre y m ucha inquietud. Ante las dim ensiones de esta  transform ación 
el ju r ista  se dispone a tratar  al m enos alguna m anifestación  concreta  
de ésta, com o es la  econom ía colaborativa y el trabajo en  plataform as. 
La dinám ica  de innovación  que se puede generar  en el sistem a jurídico 
al hacerlo podrá servir para ir construyendo una respuesta  com pleta al 
desafío global para la hum anidad que supone la  tecnología.

3. PROBLEMASDEDELIMITACIÓN

El prim er problem a que tiene el ju r ista cuando se plantea  ofrecer una 
regulación  adecuada a la  econom ía colaborativa es que este fenóm eno 
no está bien  de nido y delim itado. Algo lógico teniendo en  cuenta el 
m om en to de eclosión  y extensión  de ésta  en  el que nos encontram os232.

Las prim eras dudas son  term inológicas, puesto que no term ina  de ha-
ber acuerdo sobre cóm o denom inarlo. Las denom inaciones en  circu-
lación  son num erosas, cada una de las cuales tiene su  propia carga 
conceptual y valorativa; por lo general, tam bién  se jan  en  algunas de 
las m últiples facetas del fenóm eno.

Parece claro a estas altu ras que la  denom inación  que m ás se u tiliza es 
la  de “econom ía  colaborativa”. Tam bién  es, seguram en te, la que m ás 
resistencias genera, no tan to en  cuan to a la  expresión  en sí m ism a, 
sino a su  utilización para referirse a esta realidad. Porque quienes se 
oponen  a  nom brarla  así lo hacen  por considerar  que la expresión debe 
utilizarse para otra  m uy distin ta . En  efecto, an tes de la econom ía cola-
borativa que hoy conocem os hubo un  m ovim iento a  favor de m odelos 

231  PARLAMENTO EUROPEO, “The Collaborative Econom y: Socioeconom ic, Regu lato-
ry and Labor Issu es”, Bruselas, 2017. 
232  Dentro del porta l del proyecto de investigación Der 2015-63701-C3-3-R se ha publi-
cado una recopilación  de textos sobre econom ía colabora tiva, de distin to origen y con-
tenido, conform ando una biblioteca sobre este tem a. Puede encontrarse en  la dirección 
http://grupo.us.es/iwpr /biblioteca/econom ia-colaborativa-y-derecho-social/
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de in tercam bio y de m ercado diferentes a los convencionales; a  las 
m anifestaciones de esta  tendencia se las conoció en su  m om ento com o 
“consum o colaborativo” prim ero, y com o “econom ía  del com partir” o 
“colabora tiva” después. Décadas después, ya  entrado el siglo XXI, algu-
nos autores com enzaron  a u tilizar esta m ism a expresión  para  referirse 
al trabajo prestado a través de las prim eras plataform as de intercam -
bio de bienes y servicios, bene ciándose no sólo del nom bre sino de 
las connotaciones positivas que éste ten ía en  ese m om ento. Es por  esto 
que a lgunos hablan de “la  m al llam ada econom ía colaborativa” para 
refer irse a  las pla taform as on-line, distingu iéndola  de la  au tén tica233.

Es indudable que la econom ía colaborativa “ cticia” o latu  sensu  
com parte algunos elem entos con la econom ía  colaborativa rea l o en  
sentido estr icto. La  idea general es la  m ism a, que los particu lares, no 
productores, pueden  aprovechar sus recu rsos y capacidades a  través 
de canales alternativos de distribución , que hacen  económ icam ente 
viable su  prestación  de servicios o su  aprovecham iento de bienes. La 
confusión  de prestadores y consum idores genera un  nuevo personaje, 
el “prosum er”, que com bina am bas condiciones. Es evidente tam bién 
lo m ucho que diferencia a am bas, que es m ucho: en  ú ltim a instancia, 
m ientras que la  econom ía colaborativa origina l se plan tea  com o una 
alterna tiva  al sistem a económ ico actual, la  que se ha generalizado en  
la  práctica pretende tan  sólo introducir  algunos canales originales de 
transacción  den tro de ésta.

En  los debates y estudios sobre esta realidad se han  ido acuñando otras 
expresiones que han  tenido m ayor o m enor difusión, com o “trabajo 
4.0”, “econom ía de contenedor”, “on-dem and econom y”, “capitalism o 
distr ibu ido”, “hum an cloud”, “sharing capitalism ”, “crowdworking”, 
“econom ía  del com partir”, “crowdsourcing laboral”…234 No m e voy a 
detener  m ás que en  una  de éstas, por  las razones que expondré.

De Estados Un idos ha venido la  expresión  “gig-econom y”, que contie-
ne algún  elem ento de lenguaje coloquial que la  hace difícil de traducir 

233  Esta expresión la  he tom ado de NAVARRO, V., en su entrada de blog “Ejem plos 
nefastos de la m al llam ada Econom ía  Cooperativa” publicado en el Diario Público el 21 
de diciem bre de 2015. Para este au tor, “este tipo de econom ía  m al llam ada cooperativa 
es el resu ltado de la enorm e desregulación  de la actividad económ ica. Se salta, así, 
tan to las conqu istas sociales com o la  protección al consum idor  que la sociedad ha ido 
conquistando, con la excusa de que se abaratan  los servicios y se estim ula  la  actividad 
económ ica”.
234  Para una com pleta e interesante clasi cación  de los distin tos supuestos y denom -
inaciones véase DE STEFANO, V.: “The rise of the ju st-in-time workforce: on  demand 
work, crowdwork and labou r protection  in  the gig-econom y”, OIT, Ginebra , 2016.
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al castellano si no es u sando el m ism o tipo de lenguaje235. Se habla, 
así, de “econom ía de la  chapuza”, pero esto tiene en  castellano unas 
connotaciones negativas que faltan  en  el nom bre en  inglés, lo que hace 
que en nuestro país se u tilice genera lm ente en  su  versión  original. Las 
lim itaciones de esta  denom inación  son  evidentes: literalm ente in ter-
pretada se ceñ ir ía  a  un  segm ento de la  econom ía  colaborativa, aquél 
dedicado sólo a la prestación  de servicios (no de bienes, o de su uso); y 
sólo a  los de escasa en tidad y valor añadido, prestados a  particu lares. 
Hablar de “chapuzas” cuando estam os an te un  sector de la econom ía 
que afecta a  todo tipo de prestaciones lim ita , por  ello, su  validez. Por 
esto se ha propuesto otra traducción , la de “trabajos esporádicos”, que 
resu lta m ás adecuada a m i ju icio236.

Esta lim itación  es, a  la  vez, una ventaja , porque nos dem uestra  una de 
las particu lar idades del fenóm eno que nos ocupa: cóm o unos esque-
m as de realización  de servicios que originalm ente ten ían  sen tido para 
actividades de escasa dim ensión y com plejidad se han extendido a 
todo tipo de ta reas, incluyendo otras de alta  especialización, así com o 
partes de procesos productivos com plejos. Ahora están  sirviendo para 
adquirir  tam bién  la  especialización  requerida en  organ izaciones pro-
ductivas que hacen  un  uso puntual o reducido de éstas, que no justi ca 
que se produzcan in ternam ente. Tam bién  se tiende a que se reduzca 
de m anera arti cial la  dim ensión  del servicio, com o consecuencia  una 
división  forzada por razones de estrategia productiva; al resu ltado se 
le llam a “m icrotask”.

Com o se ha visto se ha generalizado la  expresión  de “econom ía  colabo-
ra tiva”, a  pesar  de todas las reservas indicadas. Se acepta  el nom bre a 
la  vez que se reconoce su inadecuación , qu izás por  resu ltar  m enos de-
fectuoso que el resto de los u tilizados, quizás para bene ciarse de las 
connotaciones positivas que todavía tiene. Si se es conscien te de estas 
lim itaciones, no es m ala denom inación. El verdadero problem a a m i 

235  “Gig” es una expresión  antigua  en  el m undo del espectáculo, con  la  que se nom bra-
ban las actuaciones que los m úsicos de jazz hacían  en clubes de m anera  ocasional. De 
ella  vino el verbo “gigging”, que algunos han traducido en España por “hacer bolos”, 
utilizando una expresión  com ún en  el ram o m usical (hay quienes la usan  tam bién  en 
el un iversitario, para cuando viajan para im par tir  con ferencias). De este m undo pasó 
al lenguaje usual. Com o se ve, la expresión  se cen tra en  el carácter  ocasional y lim itado 
de una  prestación  de servicios; no im plica en  m odo alguno una  baja  ca lidad de éstos, 
com o sí hace la  expresión  castellana con  la que se suele traducir en  los debates sobre 
econom ía  colaborativa, “chapuza”.
236  La expresión la he encon trado en  el in teresante artícu lo de PLASENCIA, A.: “La in -
vasión del trabajo esporádico, el ú ltim o terrem oto político ven ido de EEUU”, publicado 
en el diario “El Mundo”, sección  “innovadores”, el 18 de noviem bre de 2015.
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ju icio es otro, que la  generalización de este nom bre genera la  im pre-
sión  de que se está  an te un único proceso, una  única realidad generada 
hace pocos años y hoy en plena  fase de expansión . Cuando la  realidad 
es que son  varias las transform aciones que se están  produciendo en  un  
m ism o m om ento, en  estas prim eras décadas del siglo XXI.

Estam os viviendo una com binación  de cam bios en  distin tos ám bitos 
de la econom ía y la sociedad, cuyos efectos convergen en  una m ism a 
dirección  y que qu izás por  ello se en tienden  de m anera unitar ia. De és-
tos se presta  una  especia l atención  a la innovación tecnológica, com o 
el factor  fundam en tal que explica por  sí m ism o lo que está  pasando. 
Se acaba por pensar  que estam os ante la  asim ilación  de los efectos de 
una  serie de cam bios tecnológicos (in ternet de las cosas, internet 4.0, 
big data), cuando éstos, siendo relevan tes, no han  sido en  m odo alguno 
la  causa exclusiva de cuanto estam os viviendo. 

A éstos se han sum ado unas transform aciones en  el consum o, la pro-
ducción  y las estrategias organizativas que en  m uchos casos se apoyan 
en los soportes técn icos disponibles, a lgo que se ha visto increm entado 
por la genera lización de estos soportes por el abaratam iento del acceso 
a las redes y a  los aparatos que lo hacen  posible. No es sólo la  tecnolo-
gía , cuyos efectos no están  predeterm inados ni son un idireccionales; 
es cóm o ésta  se u tiliza e in teractúa con  otros procesos de cam bio autó-
nom os. Todos éstos acaban  por in teractuar en tre sí, reforzándose pero 
sin  perder  su  propia identidad, de ta l m odo que no todos coinciden  en  
unas m ism as actividades.

In ten taré identi car  algunos de estos procesos, sin  la am bición de ser  
exhaustivo n i en su  enum eración  ni en  su  explicación .

Para em pezar  creo que es fundam en tal partir  de la generalización  de 
form as de colaboración  en tre ciudadanos al m argen  del m ercado tra-
dicional, una realidad del siglo XXI facilitada por la tecnología pero 
en m odo alguno consecuencia  exclusiva  de ésta. Una serie de razones 
(in satisfacción  con  el funcionam iento de los m ercados tradicionales, 
incapacidad económ ica  de m uchas fam ilias para m antener  los n ive-
les habituales de consum o, el fom ento del consum o de proxim idad, 
la  voluntad de aprovechar  los propios conocim ien tos y capacidades) 
han  llevado a sectores im portan tes de la  población  a  plan tearse a lter-
nativas con  las que obtener  los bienes y servicios necesitados, y para 
obtener rendim ien tos por  los propios. Un  cúm ulo de circunstancias ha 
coincidido en  apuntar  hacia  otras form as de producir  y consum ir, en 
la  línea de la econom ía colaborativa real o en  sentido estr icto, en cuan-
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to alternativa a l sistem a económ ico capita lista  tradicional237. La  cr isis 
nanciera m undia l ha potenciado estas visiones, a l colocar  a  m uchos 

ciudadanos en  situaciones de necesidad, y a l dem ostrar  el com porta-
m iento perverso de los operadores tradicionales en m uchos sectores 
económ icos.

De estas visiones ruptu ristas de la  econom ía y del consum o se ha ex-
tendido la  idea de que es posible satisfacer  necesidades y lograr  ingre-
sos a través de pequeños in tercam bios, in form ales y de cuantía redu-
cida. Esta idea , facilitada por las plataform as tecnológicas, está  en  la 
base del desarrollo de la econom ía colaborativa. Pero es independiente 
de estos nuevos canales de interconexión , y de hecho an tes de genera-
lizarse éstos los m ovim ientos colaborativos estaban  ya presentes en  
nuestras sociedades. Lo que ha ocu rr ido es que a l generalizarse han  
perdido en  una m ayoría  de los casos m uchos de sus elem entos críticos 
o alternativos, para verse reducido a nuevas form as de ofrecer  bienes y 
servicios a  potenciales consum idores.

Se ha genera lizado tam bién la idea  de “econom ía a dem anda”, tra-
ducción  de la  expresión inglesa “on-dem and econom y”, con  la  que se 
denom ina la  tendencia de las em presas a lim itar la  obtención  de re-
cursos de todo tipo a m edida en  que éstos van  siendo necesarios, y es-
tr ictam ente en  la m edida en  que lo sean238. No es algo nuevo n i m ucho 
m enos, pero sí lo es el grado a l que se ha llegado en esta concepción  
de la  producción , que form a ya parte del código genético de las organi-
zaciones. Éstas buscan todas las m aneras de reducir  sus dim ensiones, 
m anten iendo la capacidad productiva, para lo que buscan  todo tipo de 
m ecanism os de colaboración  externa  y de adaptación in terna.

El problem a se produce cuando esta idea se extiende al ám bito del 
trabajo, y se lim ita  al m áxim o la  presencia de em pleados en  las organi-
zaciones, bien  m edian te la búsqueda de a lternativas a la  con tratación 
labora l, bien  m ediante la  reducción  del volum en de contratación  a los 
niveles m ínim os dispon ibles. Una especie de “just-in-tim e” en  el ám bi-
to de los recursos hum anos, que exige el redim ensionam iento con tinuo 
de las plan tillas y una reducción  progresiva pero constante de éstas. 

237  Las consideraciones m edioam bientales han estado en  la base de estos m ovim ientos 
desde un pr im er m om ento, porque estas form as de in tercam bio suponen un ahorro de 
recu rsos na tura les. De ahí su  conexión con  otras ideas, com o las de econom ía circu lar, 
econom ía  de proxim idad, etc…
238  En algunos ám bitos se utiliza la expresión  “on-dem and econom y” com o sinón im o 
de “sharing econom y”. No es éste el uso que le doy en este trabajo, porque considero 
que existen dos fenóm enos ín tim am ente relacionados, pero au tónom os.
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Tam poco es nada  nuevo, aunque sí ha cam biado su  intensidad. La 
adaptación  de las plantillas se percibía en  el Derecho del Trabajo clási-
co com o una  necesidad em presarial legítim a, para lo que se le dotaban  
instrum en tos de exibilidad in terna y externa, a  la  vez que se le reco-
nocían  am plias posibilidades de acudir a  la cooperación  interem pre-
saria l y al trabajo autónom o. Esta adaptación se planteaba com o una 
reacción  al cam bio, señalando el legislador laboral aquellos supuestos 
legítim os en  los que se podía con tratar  tem pora lm ente, despedir  por  
causas objetivas o m odi car las condiciones de trabajo. Hoy el plan -
team iento es diferen te, y se parte de identi car en  cada m om ento qué 
recu rsos van a ser necesarios para responder a  la  cartera de clien tes 
de la  em presa, buscando el m ín im o volum en im prescindible para  ello.

Con esta  visión  in teractúan  otras estra tegias em presariales, a lgunas 
an tiguas com o la  tendencia a la externalización  productiva, otras m ás 
recien tes com o el trabajo en  proyectos o la  división  de tareas (“m i-
crotasks”), llevando todas a  un  m ism o resu ltado: em presas sin  apenas 
capacidad productiva, pero con  la posibilidad de constru irla  según le 
resu lte necesario.

¿Cóm o ha afectado esto al desarrollo de la  econom ía colaborativa? La 
idea de que hay que lim itar a l m áxim o los recu rsos productivos dispo-
nibles prom ueve que éstos deban  ser com pletados por otros externos; 
tam bién  con  otros internos, pero con  una  presencia  irregular  o discon-
tinua en  la organización. E l resu ltado es que hay que acudir  directa-
m en te al m ercado para obtenerlos, y las pla taform as lo facilitan .

Es necesario en tender la  relación  en tre esta  tendencia y la  tecnología 
dispon ible. Cuando las em presas in tentan obtener  de proveedores ex-
ternos los servicios que requ ieren , de m anera inm ediata  y discon tinua, 
las pla taform as les proporcionan  un  acceso rápido y efectivo al m er-
cado de servicios profesionales. Y ello porque se han  diseñado para 
responder a  estas dem andas, diferen tes de las habituales hasta  ahora. 
Sin estos canales seguram ente el grado de externalización  sería  m enor, 
pero la  tendencia a  contratar con  em presas y profesionales ajenos a  la 
organización  se m an tendría . Es claro que hay plataform as porque las 
em presas dem andan servicios; seguram en te es igualm ente cier to que 
la  disponibilidad de éstas im pulsa  esta  dem anda, a l facilitar  su  satis-
facción  de una m anera rápida  y económ ica.

Desde hace tiem po se viene produciendo un  fenóm eno que ha in te-
ractuado con  los otros señalados y cuyo ritm o se ha  visto potencia-
da por los ú ltim os desarrollos tecnológicos: el crecim iento del trabajo 
au tónom o. Este crecim ien to tiene m últiples facetas, y la m ás eviden-
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te es la m ayor presencia de esta  form a de em pleo en  las econom ías 
desarrolladas. Hay otros aspectos den tro de esta  tendencia, com o la  
extensión del trabajo au tónom o a todo tipo de actividades, incluyendo 
las prestadas tradicionalm ente por asa lar iados; el uso sistem ático de 
éste por las em presas; el apoyo público a  form as de au toem pleo com o 
elem en to fundam ental de las políticas de ocupación; la m ayor visibili-
dad pública de los au tónom os, con m ás sensibilidad hacia su  posición 
y sus necesidades… El grado de penetración en el m ercado de trabajo 
está  llegando a unos n iveles tales que en  algunos países se utiliza  la  
expresión “revolución  free-lance” para describir  la  situación  en  las pri-
m eras décadas del siglo XXI239. 

Es evidente que hay un  cam bio de tendencia, en  favor de esta  form a de 
trabajar. A ello están  con tr ibuyendo otros factores, com o la  expansión  
del trabajo a  dem anda an tes identi cada; la incapacidad del m ercado 
de trabajo de generar  su cien te volum en  de em pleo asalar iado; y los 
m ism os desarrollos tecnológicos que han  facilitado su  prestación  en  
m uchas actividades, reduciendo el coste de disponer de una organi-
zación  productiva propia. Hay tam bién  sin  duda un  elem en to cu ltu -
ra l, de m ayor valoración  de esta alternativa de prestación  de servicios 
profesionales, a la  que se presen ta no sólo com o alternativa vá lida al 
em pleo subordinado sino incluso com o preferen te o m ejor. Se ocultan 
sus inconvenien tes para poner énfasis en algunos aspectos com o la 
inicia tiva, la  libertad, la ausencia de jerarquías… Se acuñan  nuevas 
expresiones, com o la  de “em prendedor”, “innovador”, “star t-up”, a  las 
que se dota  de connotaciones positivas tan to fren te a  la  tradicional de 
“trabajador por  cuenta propia”, com o fren te a  sus alternativas, el em -
pleo por cuen ta ajena240.

Es claro que en la  econom ía contem poránea el m odelo de prestación  
de servicios está  dejando de ser  el trabajador asa lar iado para ser lo el 
au tónom o. Qu izás no en  térm inos estadísticos todavía, pero sí en  otros 
aspectos com o su  va loración  en  el im aginario socia l. Las políticas pú-

239  La expresión, m uy utilizada en los Estados Unidos, se in spira claram ente en la de 
“Revolución  Industr ia l”. Su  utilización  indica que nos encontram os con algo m ás que 
un  nuevo equ ilibr io en el m ercado de trabajo, sino ante una  transform ación  del m ism o 
calado que la producida  con  la industrialización  genera lizada en los siglos XVIII y XIX.
240  En un  país com o España, donde la  expresión  “autónom o” ha sido tradicionalm ente 
relacionada con una m ala  situación  económ ica y social, y con la ausencia  de a lgunos 
derechos com unes en  el trabajo asalar iado, es notable com o en  los últim os años se ha 
in ten tado alterar esta  percepción , vincu lando la  palabra con  elem en tos positivos. A 
pesar de ello tam bién  se han buscado sinónim os un poco eu fem ísticos, com o “em pren-
dedor”; ello a pesar  de que en  ciertas regiones del pa ís el “em prendim iento” recuerde 
dem asiado todavía a la Sem ana Santa.
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blicas se cen tran  cada  vez m ás en  este colectivo, tan to para corregir 
carencias e in justicias h istóricas com o para presen tar lo com o sa lida 
profesional preferen te para desem pleados y personas que ingresen en 
el m ercado de trabajo. Incluso se proyecta sobre el trabajo asa laria-
do, para  el que se quieren  im portar  algunas de sus notas de nitorias. 
La subordinación  típica  de ésta  se pone en  cuestión, prom oviendo la 
inicia tiva y el au tocon trol de los asa lar iados. En  este sen tido se ha 
acuñado la expresión “intraem prendedor”, para refer irse al trabajador 
asalar iado em pleado por una em presa pero que actúa con gran  auto-
nom ía  y responsabilidad por los resu ltados.

Las consecuencias de esta tendencia son  enorm es en  todos los ám bi-
tos. Es cier to que esta tendencia es an ter ior  a  la  aparición  de la eco-
nom ía  colaborativa, y que ya se producía an tes de que se dispusiera 
de los canales digita les que la han  potenciado en los ú ltim os años. Lo 
que ha  ocurr ido es que su coincidencia  en el tiem po con estos sopor-
tes tecnológicos que hacen  posible la  econom ía colaborativa ha  ten ido 
un  efecto m ultiplicador, produciendo una generalización  del trabajo 
en plataform as. A la  vez, los va lores que se pretenden  prom over del 
trabajo au tónom o se asum en y hacen  propios por  la  econom ía  cola-
borativa. Ésta se presen ta com o el m edio na tural para  la  actuación  de 
em prendedores libres de ataduras, con  in iciativa  y ganas de realizar 
sus proyectos.

La realidad es que el trabajo en  plataform as es en  una m ayoría  de los 
casos trabajo au tónom o; se basa en los acuerdos entre consum idores 
y prestadores de los servicios, a l m argen  de cualquier  relación  laboral 
entre éstos, y en tre los trabajadores y las plataform as. Su  actividad 
m ultiplica el trabajo por  cuenta propia, que se extiende a  nuevos sec-
tores y actividades, y sus efectos sobre el em pleo se ciñen  a esta form a 
de trabajar. 

4. LOSDESAFÍOSPARA ELREGULADOR

Un fenóm eno de esta  na tura leza y alcance plan tea, en tre otros desa-
fíos, un  claro problem a de regu lación . Aunque en  un  prim er m om ento 
aparecieron  com o espacios de in tercam bio au togestionados, al exten -
derse en  la  econom ía, afectando a un  núm ero im portante de em presas 
y personas; y a l ocupar en m uchas ocasiones parcelas del m ercado 
an teriorm ente cubiertas por form as tradicionales de em presa pronto 
se plan teó la cuestión  de su  ordenación . 
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Este asunto incorpora en  realidad una pluralidad de cuestiones que 
el regu lador debe resolver. An tes incluso de saber  si el Estado debe 
elaborar  un  m arco especí co para estos operadores, hay que deter-
m inar si están  o no efectivam en te reguladas, si se les aplica o no la  
regulación  ya existen te para las actividades económ icas que desarro-
llan: legislación  del transporte, tu r ística, laboral y sca l, etc. Porque en  
sus orígenes esto distaba de estar  claro, al presentarse estos servicios 
com o actividades no em presariales, ocasionales y pu ram en te privadas, 
sin  relevancia  económ ica. O incluso se plan teaba que la ausencia de 
reglas estatales form aba parte de este fenóm eno, resu ltando in tr ínseco 
al m ism o.

Para m uchos la econom ía colaborativa es una especie de “u topía des-
regulada”, una “econom ía au togestionada” el secreto de cuyo éxito es 
precisam ente este carácter. Se acude a veces a  las ideas que basaban  
el consum o colaborativo y la “econom ía  au ténticam ente colaborativa” 
para  justi car  y legitim ar la  ausencia de toda heterorregu lación  de es-
tas actividades, presen tando la  intervención  esta tal com o un  aten tado 
a las libertades económ icas de los su jetos que optan  por estos m ode-
los económ icos. A la  vez se en fatiza su  carácter or iginal y rom pedor, 
justi cando que la legislación no pudiera contem plarlo, y por lo tan to 
regularlo. Estar íam os ante una laguna jurídica, que se solucionaría  
m ediante la  voluntad de las partes que contratan en  estos en tornos 
digitales.

No sólo esto: todo inten to regulador resultar ía  contraproducente al 
ahogar la  iniciativa particu lar  que está  detrás de este sector, im pidién-
dole cum plir  sus expectativas en  cuanto a l crecim iento económ ico y el 
em pleo. 

Desde otras perspectivas se de ende la  ausencia de regulación , a  partir  
de visiones sobre el libre acceso a las actividades económ icas. Son  las 
posiciones m ás proclives a la  libre com petencia las que prom ueven  el 
abstencion ism o legisla tivo respecto de la  econom ía colaborativa, cuya 
aparición  se celebra com o una reacción  na tura l del m ercado a un  nue-
vo en torno tecnológico.

Es curioso com probar cóm o las plataform as suelen  ser m enos estr ic-
tas en  estos debates que m uchos de quienes las de enden. Mien tras 
que éstos adoptan  en general un  enfoque m uy liberal, prom oviendo 
m ercados poco o nada regulados y anunciando la  m uerte del sector  
por  exceso de legislación , aquéllas adoptan  enfoques m ás pragm áticos 
fren te a la  regulación , reconociendo su  existencia  y m anifestando su  
volun tad de cum plir la. Esto tiene su  explicación : una vez introduci-



201

el j uRiSt a del t Rabaj o f Ren t e a l a eco nomía co l abo Rat i va

das en  un m ercado, la oposición de los operadores tradicionales es 
que incum plen la legislación que regu la  la  actividad de que se trate. 
Fren te a ello, las pla taform as de enden  que no lo hacen , y que por 
el con trar io de adaptan  exquisitam ente a ésta241. Es m ás, dem uestran 
estar  dispuestas a negociar  con  las adm inistraciones el cum plim iento 
de sus obligaciones; y llegan  a exigir  la  aprobación  de una  legislación  
especí ca para su  actividad.

Este debate ha  sido en  gran  m edida superado, a  m edida que el sector 
ha ido adquiriendo m ayores dim ensiones y visibilidad. Hoy se acepta 
que las regulaciones generales les son tam bién  de aplicación , y la dis-
cusión se ha trasladado por tan to a otro plano, si deben  o no adaptarse 
éstas para acom odarlas a sus particularidades; o si es necesario elabo-
rar  otras ad hoc.

Así lo reconoció en su  m om ento la Com isión  Europea, cuyo docum en-
to de referencia sobre este fenóm eno se llam ó precisam ente “A Euro-
pean  agenda for the collaborative economy”242. Esta  idea de una “agenda 
reguladora” se ha extendido en  los debates, y desde diversas in stancias 
se han elaborado plataform as identi cando aquellas m aterias necesi-
tadas de atención  por el legislador, determ inando el m apa de lo que 
debe ser  el “Derecho digital” en esta m ateria  concreta. Una vez seña-
ladas las m aterias a  tratar, en  ocasiones se ofrecen tam bién  soluciones 
m ás concretas, indicando cóm o deben  ser  tratadas.

Aunque hay variaciones en cuan to a l elenco de cuestiones que se con-
sideran de atención legislativa preferen te, podem os encontrar  un  alto 
nivel de coincidencia en  m uchos de los docum entos elaborados con  
esta  nalidad; scalidad, régim en  de responsabilidad, protección  de 
consum idores, cum plim ien to de regulaciones sectoriales, protección 
social de los prestadores de servicios, natu ra leza ju rídica del víncu lo 
entre prestadores, usuarios y plataform as, control del m ercado, deter-
m inación  de la legislación  aplicable… Menos hom ogéneas son, lógica-
m en te, las soluciones concretas que se plan tean , que dependen de la 
postura de cada en tidad respecto de la econom ía colaborativa.

241  Los recientes con ictos en  España respecto de Cabify adoptan  este m odelo: frente 
a las acusaciones de com petencia deslea l del sector del taxi, esta em presa  alega que 
cum ple por  com pleto la  regu lación de su  actividad, el transporte de pasajeros con  con-
ductor. En  este caso concreto la legislación no sólo no es percibida com o un obstáculo 
para su  actividad, sino que se presen ta por  el contrario com o la  base que la legitim a y 
la  garan tiza.
242  COMISIÓN EUROPEA, “A European  agenda for the collaborative econom y”, 
(COM(2016) 356).
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Volviendo a la  Com unicación  de la Com isión de 2016, en  su agenda 
reguladora se contem plan  las sigu ien tes “cuestiones clave”: 

 •  ¿Qué tipo de requisitos de acceso al m ercado pueden  jarse?

 •  ¿Quién  es responsable en  caso de que su rjan  problem as?

 •  ¿Cóm o protege a  los usuarios la  legislación  de la  UE?

 •  ¿Cuándo existe una relación  de em pleo?

 •  ¿Qué sca lidad se aplica?

Por las m ism as fechas en  que la  Com isión  Europa publicó su  Com u-
nicación  en  España la Com isión Nacional de los Mercados y la  Com -
petencia (CNMC) h izo públicas las conclusiones prelim inares de una 
consulta pública acerca de la  econom ía colaborativa243. El punto de 
partida es la  a rm ación  de que “la economía colaborativa constituye 
u n fenómeno innovador de alcance global y transversal, qu e está gene-
rando im portan tes cambios estru ctu rales en el fu ncionamien to de los 
mercados”. A partir  de ah í, y tras realizar un  estudio del fenóm eno 
desde su perspectiva  particu lar  (la de la defensa de la  com petencia), 
se rea lizan  una serie de recom endaciones sobre el m arco norm ativo 
del que debem os proveernos para ordenar  adecuadam ente este sector  
económ ico244:

 •  Regulación  económ ica e cien te por  la adm in istración .

 •  Colaboración  de la  CNMC con los órganos judiciales.

 •   La adm inistración  debe incorporar  a  las estadísticas o cia les la  
econom ía colaborativa.

 •  Portabilidad de las reputaciones en tre plataform as.

 •  Recom endación a las asociaciones de consum idores y usuarios.

 •  Mayor libertad de acceso al m ercado de viviendas de uso turístico.

243  “Conclu siones prelim inares sobre los nu evos modelos de prestación de servicios y la 
economía colaborativa”, accesible en  la sigu ien te dirección  electrón ica: https://docs.
google.com /d ocu m en t /d /1n 65MjUa Tm RLu ZCqTIlqyWvob VqreR-iAzsz1m h xy2y0/
edit?pref=2&pli=1#
244  Estas conclusiones deben  valorarse en  su ju sta  m edida, porque están  condicionadas 
por dos factores: en  prim er lugar, el cen trarse particu larm ente en dos aspectos de esta  
realidad, las plataform as de transpor te de viajeros y de alquiler de viviendas turísticas; 
en segundo lugar, el adoptar  com o punto de partida una valoración m uy positiva de 
estas actividades económ icas, centrándose sobre todo en  su  potencial im pacto econó-
m ico. Hay que resaltar tam bién  que no han sido bien recibidas por  todos los sectores 
im plicados, provocando serias cr íticas en  la  hostelería  y el transporte terrestre.
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 •  Mayor libertad en la actividad de las viviendas tur ísticas.

 •  Seguim iento estadístico a  la  vivienda turística.

 •  Mayor libertad de acceso a l m ercado de taxi y VTC.

 •  Mayores libertades en  el ejercicio de la  actividad de taxi y VTC.

 •  E lim inación  de las tarifas reguladas en  el sector del taxi.

 •   Lim itar  la  participación  de las organizaciones el sector an tes de 
tom ar decisiones adm in istrativas.

 •   Mayor libertad de acceso a l m ercado de transporte regu lar  de via-
jeros en  autobús.

 •   Creación  de una  m esa de seguim iento de la  econom ía  colabora ti-
va.

La OCDE, en  su  docum ento “New form s of work in  the digital economy” 
de 2016245 identi ca tam bién una serie de “policy issues” a discu tir  en  
el tra tam ien to de estas form as de em pleo:

 •  Estatus jur ídico del proveedor.

 •  Multiactividad (“m ulti-jobbing”).

 •  Com petencia entre proveedores y reputación  on-line.

 •  Principios fundam enta les y derechos de los trabajadores.

 •  Tareas y capacidades de los proveedores.

 •  Papel de las plataform as com o reguladores y ejecutores.

 •  Privacidad.

 •  Evaluación  de los m arcos regu latorios.

 •  Necesidades de m edición .

Al m argen  de los conten idos concretos que deba tener  esta regu lación , 
subsisten  los debates sobre aspectos generales de este tratam iento 
legal de la  econom ía colaborativa. En tre otras cosas, se discu te cuál 
debe ser la actitud del legislador fren te a  ésta , si debe lim itar a  regular  
su funcionam iento o si por  el contrar io debe prom overla  para facilitar  
su desarrollo. Tam poco hay consenso sobre si el objetivo debe ser  el 
de adaptar  la  regulación  de los distin tos sectores y aspectos del trabajo 

245  OECD, “New form s of work in  the digital economy”. Se tra ta  de un  inform e técn ico 
presentado para el encuentro m inister ial de la OCED sobre econom ía  digita l, celebra-
do en  junio de 2016 en  Cancún  (México). Accesible en  h ttp://www.oecd-ilibrary.org/
science-and-technology/new-form s-of-work-in-the-digital-econom y_5jlwnklt820x-en.
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colaborativo actualm ente en  vigor246, o si en  cam bio debe elaborarse 
una  norm ativa distin ta, y propia, para estos operadores.

Uno de los objetivos fundam entales que se predica es el de la  seguridad 
jurídica , asum iendo que la  aparición de este form ato de in tercam bios 
económ icos genera inseguridad por su  carácter  rupturista  fren te a  un 
Derecho diseñado para  otro tipo de operaciones. Al presentarse esta 
cuestión  com o una de regulación  de m ercados, y siendo la seguridad 
jurídica  un  elem ento indispensable para el funcionam ien to de éstos, 
es lógico que esta cuestión  se haya colocado en un  prim er plano. Hay 
cierto consenso en  que la situación  actual plan tea diversos problem as 
desde este punto de vista. Éste es el enfoque seguido, en tre otros do-
cum entos, por  la  Com unicación de la  Com isión  ya citada, que se ja  
com o uno de sus objetivos “helping (…) to adress concerns over the 
u ncertain ty abou t rights and obliga tions of those taking part in  the colla-
borative economy”247.

Ahora bien , el argum ento de la  inseguridad jurídica se u tiliza en  este 
debate en dos sen tidos diferen tes que debem os distinguir. Por  un  lado, 
desde la perspectiva  de los su jetos que intercam bien  bienes y servi-
cios a  través de estos canales digitales; el objetivo entonces es evitar  
que puedan  ver  afectados por  incum plim ientos contractua les, o por el 
no reconocim iento de sus derechos. Pero, y por  otro lado, tam bién  se 
habla de seguridad ju rídica desde la  perspectiva  de las propias plata-
form as, en tendiendo por ésta la  posibilidad de que puedan  desarrollar  
su actividad sin  que se planteen  dudas sobre su  legalidad, y sin  que 
se im pongan restr icciones a sus operaciones. Lo que los operadores 
dem andan es un  m arco norm ativo que les perm ita im plem entar sus 
respectivos m odelos de negocio con  certeza sobre su  legalidad y con  
un  régim en jurídico claro para las distintas relaciones jur ídicas que 
puedan  establecer. Desde este pun to de vista  la  seguridad jurídica  tiene 
tam bién  un  com ponente de libera lización y desregulación , de garantía  
de acceso al m ercado y de protección  de la  libre com petencia.

5. EL PAPELDEL JURISTA DEL TRABAJO

El jur ista  del trabajo com parte estos plan team ientos respecto de la 
econom ía colaborativa, pero su postura tiene tam bién  otros com po-
nentes propios que le señalan  y diferencian . Es claro a estas altu ras 

246  Ésta es, por ejem plo, la postura de la  Com isión  Europea, que en su ya citada Com u-
nicación  indica que “the collaborative economy ra ises issues with regard to the applica-
tion of existing legal frameworks”; op.cit., p. 2.
247  Com isión  Europea, ibídem .
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que va a ser  el m ercado de trabajo uno de los m ás afectados por  las pla-
taform as colaborativas248. Algunos efectos se adivinan  positivos, com o 
la  creación de em pleo o su  capacidad para activar  profesionalm ente a  
determ inados colectivos. Otros, sin  em bargo, se anuncian  com o noci-
vos, en tre los que destaca la generalización de un  trabajo au tónom o de 
escasa  cuantía y ca lidad, el deter ioro de las condiciones de trabajo, la  
insu ciencia de ren tas, la desprotección  social, la falta  de desarrollo 
profesional… 249.

Otra  expresión  acuñada en  los Estados Un idos, cuyo origen  no está en  
el trabajo en plataform as pero que tam bién  se ha extendido a éste250, 
expresa m uy bien  los r iesgos de precarización  que supone para los tra-
bajadores: VUCA, que es un  acrónim o de los sustantivos en  inglés “vo-
latility”, “uncertain ty”, “com plexity” y “am bigüity”, siendo éstos cuatro 
sustantivos características que se predican  de los em pleos generados 
en este sector.

No es de extrañar  que haya sido desde el Derecho del Trabajo que se 
hayan  plan teado las posiciones m ás críticas contra  el trabajo en  pla-
taform as. Éste tiene una vocación  protectora que hoy se extiende al 
conjunto de los trabajadores, y no sólo a  los asa lariados. Para  lograrlo 
esta  ram a del ordenam iento jur ídico ha in teractuado con  el m ercado 
y con  el sistem a de relaciones laborales para garan tizar que aquellos 
que trabajan  lo hacen  en  condiciones adecuadas, con  pleno ejercicio 
de sus derechos y obten iendo unos salarios su cien tes para llevar una 
vida digna.

Sin em bargo, las soluciones que el Derecho del Trabajo ha  generado 
han  sido siem pre vu lnerables a  determ inadas prácticas que m inan su  
e cacia ordenadora del m ercado: la  exclusión  de la  laboralidad, m e-
diante el recu rso sistem ático al trabajo au tónom o, que excluye en  blo-
que la  aplicación  de todo este aparato de protección ; la  atipicidad en  
los contratos de trabajo, que em peora el esta tus jur ídico de los asala-
riados; la  externalización , cuyo efecto es generar una relación  jurídica 
con otro em pleador; la  exibilidad en el desarrollo de la relación labo-
ra l…

248  Véanse al respecto las re exiones de TODOLI, A., “El trabajo en la  era  de la economía 
colaborativa”, Tiran t Lo Blanch, Valencia, 2016, passim . 
249  Un estudio m uy com pleto sobre estas consecuencias puede encon trarse en  VALEN-
DUC, G. & VENDRAMIN, P.: “Work in  the digital economy: sorting the old from the new”, 
European  Trade Union  Institu te Working Paper  2016.03; Bruselas, 2016. 
250  Esta expresión  se acuña en las fuerzas arm adas estadounidenses para refer irse al 
cam po de bata lla  del siglo XXI, caracter izado por estas notas. Inm ediatam ente fue u ti-
lizada en  el m undo em presar ia l y, den tro de éste, en  los recursos hum anos.
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La econom ía  colaborativa puede convertirse en  el próxim o factor  de 
precarización  de las relaciones laborales, im pidiendo a la  legislación  
labora l cum plir su  función  h istórica en un  Estado social251. La  princi-
pal am enaza es que surjan  bolsas de trabajadores excluidos de su  re-
gulación , con condiciones económ icas y laborales de cien tes. In sertos 
en un m ercado m uy particu lar, el trabajador digital puede convertirse 
en un  em pleado VUCAN con m ucha facilidad, víctim a de una serie de 
precariedades en  su  trabajo, su  vida profesional, su situación económ i-
ca y sus expecta tivas personales252.

No es sólo esto: tam bién se ha advertido de la posibilidad de que se 
produzca un efecto de sustitución  de em pleos tradicionales, con con-
diciones válidas, por  otros generados por las pla taform as que colocan 
a los trabajadores en situaciones m ucho peores. 

Lo cier to es que la  preocupación  por este im pacto es evidente. Se ha 
plan teado si su  generalización  supone “market ef ciency and equ itable 
opportu n ities or u n fair precarisation”253. Hay quien ha hablado de “an-
gustias de uberización”, para describir las preocupaciones generadas 
entre la com unidad iu slaboralista254; son varios los que lo consideran  
“un  nuevo desafío para  el Derecho del Trabajo”255.

Los estudios sobre sus consecuencias laborales se m ultiplican 256; y 
tam bién  las propuestas para desarrolla r una regulación  adecuada de 
estas actividades. Las in stituciones europeas han  jugado, a  n ivel insti-
tucional, un  papel m uy relevante en  estos debates257. Debates a los que 

251  En extenso TODOLI SIGNES, A., “El im pacto de la “UBER econom y” en  las re-
laciones laborales: los efectos de las plataform as virtuales en  el contrato de trabajo”, 
IUSLabor, nº3/2015.
252  Un estudio del trabajo en  plataform as desde la perspectiva de estos efectos en  
GINÈS I FABRELLAS, A. & GÁLVEZ, S.: “Sharing econom y vs. uber econom y y las 
fron teras del Derecho del Trabajo: la (des)protección  de los trabajadores en el nuevo 
entorno digital”, InDret, Vol. 1, 2016. Tam bién  DAGNINO, E.: “Uber  law: perspectiva 
jur ídico-laboral de la sharing/on -dem and econom y”, Revista Internacional y Comparada 
de Relaciones Laborales y Derecho del Empleo, n º 3, 2015.
253  CODAGNONE, ABADIE & BIAGI, “The fu tu re of work in  the Sharing Economy”, JCR 
Science for Policy Report, Sevilla , 2016.
254  AUVERGNON, P.: “Angustias de uberización  y retos que plan tea el trabajo digital al 
Derecho Laboral”, Revista  de Derecho Social y Empresa, nº 6, 2016, p . 1.
255  Entre otros m uchos, CAVAS MARTÍNEZ, F.: “Las prestaciones de servicios a  través 
de las pla taform as inform áticas de consum o colaborativo: un nuevo desafío para el 
Derecho del Trabajo”, Revista de Trabajo y Segu ridad Social CEF, nº 406, 2017, p . 23.
256  En el ám bito europeo puede verse el In form e del Policy Departm ent A del Parla-
m en to Europeo sobre “The situ ation  of workers in  the collabora tive econom y”, European  
Parlam ent, PE.597.316.
257  Ya se ha señalado la fundam en tal Com unicación  de la Com isión sobre “A European  
agenda for the collaborative economy”, que ha ten ido el efecto de dirigir en  gran m edida 
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han  contr ibu ido tam bién  varios au tores, a  n ivel individual, en  todo el 
m undo258. Los partidos políticos y las organizaciones sindicales tam -
bién  han  realizado sus aportaciones, y puede decirse en  general que 
nos encon tram os an te una realidad bien  estudiada , docum entada y 
debatida, fren te a  la  que los actores m ás relevantes se han  posicionado 
ya259. 

El Derecho del Trabajo tiene su  propia agenda reguladora respecto 
del trabajo en  pla taform as, unos tem as que considera  im prescindibles 
a partir  de sus propias prioridades. Disponem os de num erosas apor-
taciones en este sen tido260. Tom ando de nuevo com o referencia  a  los 
docum entos de la  Com isión  Europea , ésta  ha ten ido ocasión  de pro-
m over un estudio en el que se hacen propuestas concretas para los le-
gisladores. Estas propuestas prom ueven crear  una Estructura de Apo-
yo Justa y Digna (“Fair and Digni ed Support Infraestructure, FDSI), 
basada en una serie de “pilares” que perm itiría un  desarrollo adecuado 
de las plataform as: 

 –  Establecim iento de un  salar io m ínim o, junto con  un  m áxim o nú-
m ero de horas de trabajo al día; la  aceptación de uno y otro no 
debería  poder  ser  u tilizado por las plataform as para desactivar o 
extingu ir  los contratos de los trabajadores.

 –  Introducción de alguna form a m ínim a de protección  socia l y de 
aseguram ien to de la salud.

los debates posteriores; en este trabajo las cuestiones labora les se tra tan , con  un  aparta-
do especí co, pero sus objetivos son  generales. Desde una perspectiva estrictam ente la-
boral destaca el trabajo publicado por el Policy Departm ent A del Par lam ento Europeo 
en febrero de 2017 sobre “The collabora tive Economy: Socioeconom ic, Regu latory and 
Policy Issu es”, ip/a /im con/2016/12. Este trabajo recoge los argum entos presentados du -
ran te un  ta ller de trabajo del IMCO Com m ittee, y fue redactado por el profesor ARUN 
SUNDARARAJAN.
258  En España destaca el com pleto trabajo de HERNÁNDEZ BEJARANO, M.: “El apo-
yo europeo al m odelo de econom ía  colaborativa: algunas cuestiones y propuestas para 
afrontar una regu lación  laboral y de seguridad Social”, Revista Española de Derecho del 
Trabajo, n º 192, 2016, en  el que iden ti ca los principa les policy issues para  para una 
regulación  ordenada de este sector.
259  Un buen  resum en  de estas posiciones en  España, con aportación de sus propias 
posiciones, en GoVup y ADIGITAL, “Trabajo en  plataformas digitales. Análisis y propues-
tas de regu lación”, Madrid, 2017. ADIGITAL es la  Asociación  Española  de la  Econom ía 
Digital; y GoVup, un  policy lab centrado en  la  regulación  y gobernanza e cien te.
260  Me perm ito rem itirm e a  dos trabajos m íos en  los que he estudiado esta cuestión , 
realizando m is propias sugerencias para una regu lación  de la econom ía colaborativa. 
Así, RODRÍGUEZ-PIÑERO ROYO, M.: “El trabajo 3.0 y la regulación laboral: por un  
enfoque creativo en  su  tratam iento legal”, Creatividad y Sociedad, n º 26, 2016; y “La 
agenda reguladora de la  econom ía colaborativa: aspectos laborales y de Seguridad So-
cial”, Temas Laborales, n º 137, 2017. 
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 –  Estudio de alguna  form a de aseguram iento por daños a terceros, 
así com o algunas form as de m edidas de protección  de la salud y 
seguridad.

 –  Regulación  de tipo y frecuencia de las diversas form as de con trol 
tecnológico y de la utilización de los datos del trabajador para  
asegurar  la  protección  de su  in tim idad.

 –  Debe asegurarse que la  clasi cación  algorítm ica  au tom ática y las 
cali caciones repu tacionales no producen , al m axim izarse los vo-
lúm enes de las plataform as, discrim inación  por razón  de género, 
origen  étn ico, raza  y edad.

Por m i parte, m e perm itiré apuntar  som eram ente a lgunos de los tem as 
que deben  ser, a m i ju icio, objeto de a tención preferen te en  una posible 
ordenación legal de la econom ía colaborativa.

5.1. l a cal if icación de l a pReStación de SeRvicioS

El trabajo en  plataform as se presta  en  un contexto norm ativo basado 
todavía en  una  dicotom ía labora l/no laboral que determ ina la  aplica-
ción  o exclusión  en  bloque del Derecho del Trabajo. Com o se ha dicho 
an tes, el trabajo en plataform a se basa en  un  paradigm a de trabajador 
au tónom o, al que se llam a free-lance, caren te de todo tipo de vincu -
lación  laboral n i con  ésta  n i con  sus clien tes. Otra cosa es que lo sea 
rea lm en te, o por el contrario oculte prestaciones de trabajo asalar iado. 
Una de las principales cr íticas que se hacen  a  la econom ía colaborativa 
desde el punto de vista que nos ocupa es que está  forzando una cali -
cación  de actividad por cuen ta propia a situaciones en  las que lo que 
hay es trabajo por  cuen ta ajena, provocando una  hu ida del Derecho del 
Trabajo en  detrim ento de los prestadores de servicios. El pr im er factor  
de precarización  que se asocia a  este m odelo de econom ía sería éste. 

No obstan te, este aspecto se ha constatado principalm ente en  rela-
ción  con  un  núm ero reducido de plataform as, de prim era generación, 
que han  concentrado los debates sobre el tipo de trabajo que generan: 
Uber, principalm ente, que es un caso m uy particu lar  que no debe ser-
virnos de pau ta para enju iciar lo que ocu rre en  otras plataform as. Y 
ello porque opera  con  un  m odelo que podem os cali car  com o, “extre-
m o”, poco com parable con  otras plataform as, por  el grado de in ter-
vención y de control que retiene sobre los conductores; un  grado que 
no es el com ún en  este sector  de la  econom ía261. Otras pla taform as sí 

261  Por el contrar io, un estudio de los distin tos tipos de trabajos en  plataform as nos 
indica que m uchas de éstas se separan  del m odelo im plan tado por  esta em presa  de 
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son  en  rea lidad in term ediarios tecnológicos, actuando com o canales 
avanzados de in tercam bio de inform ación  en tre oferta y dem anda de 
servicios. La verdadera relación  jurídica puede establecerse en tre el 
trabajador y el destinatar io de los servicios, a  través de los cauces de 
contrato de servicios, operando la  pla taform a sólo en el m om ento de 
la  contratación, com o m ediador o agente. Uber es, en  este sen tido, un  
m al ejem plo. Debem os considerar  por  ello que las dudas sobre la  labo-
ra lidad de la  relación  en tre esta em presa y sus conductores pueden  no 
resu ltar  extensibles a  otros negocios del sector.

No es una  cuestión  técn ica n i neutral: las propias pla taform as preten -
den  exclu ir  la  condición de em pleador inten tando dirigir  la  relación 
ju rídica  que les u ne con  las personas que prestan los servicios que pro-
veen  hacia  otros m odelos. Se presen tan  com o m eros in termediarios, 
que quedan fuera del nexo en tre las partes reales del contrato, traba-
jador y clien te; “in term ediarios tecnológicos”, m ás precisam en te, para 
indicar  que se lim itan  a sum inistrar el soporte técnico necesario para 
este intercam bio. Esto es un  elem ento fundam enta l para  el m odelo de 
negocio de u na m ayoría de éstas, que no resu ltar ía  sosten ible si asu -
m ieran  la  condición  de parte em pleadora en  contratos de trabajo con 
estas personas. En las condiciones contractuales de algunas de estas 
p lataform as se establece con  clar idad esta  na tu raleza ; m uchas de éstas 
llegan  a im poner  una term inología  propia e inventada para evitar  el 
u so de cualqu ier  denom inación que pudiera  sonar  a  trabajo asalariado, 
y así recurren  a expresiones com o “tu rks”262, “ra iders”263, conductores, 
“slashers”, “coworkers”, colaboradores, proveedores, prosum ers…

Es claro que esta exclusión  de la  laboralidad es lo que m ás ha preocu-
pado a  los labora listas, que afron tam os desde hace décadas fenóm enos 
de hu ida del Derecho del Trabajo a  través de la gu ra del falso au tó-
nom o. Está fuera de discusión  que algunos trabajadores digitales son  

transporte. En  pocos casos vam os a encontrar un  nivel de control sobre los trabajado-
res, predeterm inación de los servicios y precios e im agen exterior com o las que Uber 
im ponía a sus conductores.
262  Así se hace en  una de las plataform as m ás im por tan tes para la  prestación de servi-
cios profesionales, Am azon Mechan ica l Turk. Lo de “tu rk” (turco) viene del nom bre del 
servicio, que se inspira en  el legendario “tu rco m ecánico”, un robot ajedrecista  y m ás 
o m enos an tropoform o que recorrió Europa en  el siglo XVIII. Un excelen te y com pleto 
estudio de los aspectos jurídico-laborales de esta plataform a en GINÈS I FABRELLAS, 
A.: “Crowdsourcing sites y nuevas form as de trabajo. El caso de Am azon  Mechanical 
Turk”, Revista  Derecho Socia l y Em presa, n º6, 2016.
263  Este es el caso de Deliveroo, plataform a a través de la  cual se contra ta el transporte 
a dom icilio de com idas de restaurantes; los que rea lizan  el transporte, en  bicicleta o 
m otocicleta, reciben  este nom bre, “riders” (jinetes), inspirados en  los clásicos jinetes 
del Pony Express norteam ericano del siglo XIX. 
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verdaderos asalar iados; tam bién  lo está  que las particular idades de la  
form a de realizarse esta actividad com plican  la  tarea, de por  sí difícil, 
de determ inar  la  presencia o ausencia de los cr iter ios de labora lidad. 
Hasta ahora  han  sido los jueces laborales en  diversas ju r isdicciones 
los que han  ven ido ocupándose de esta tarea. Ante las di cu ltades en-
contradas, se está prom oviendo tam bién  que se produzca alguna  in -
tervención  del legislador laboral que con tr ibuya a  aclarar  la  cuestión, 
declarando form alm ente el carácter  de trabajador asalar iado de los 
prestadores de servicios a  través de estas plataform as.

No es com ún  que el legislador adopte decisiones sobre integración  de 
colectivos concretos den tro del ám bito laboral. La delim itación del tra-
bajo asalariado no se hace con un m étodo tipológico, enum erando los 
colectivos que reciben esta naturaleza, sino a través de la  identi cación 
de unos criter ios de nitorios, aplicados por los tr ibunales m ediante in-
dicios. Con  todo no es descabellado n i inaudito que se identi quen a 
grupos de trabajadores para aclarar  o im poner su carácter laboral, y de 
hecho tenem os algunos precedentes en  España264. Lo que no está claro 
todavía es que, di cu ltades técn icas aparte, esta opción  resu lte conve-
nien te. La labora lización generalizada e indiscrim inada  del trabajo en  
plataform as no es una respuesta  adecuada, an te la  gran variedad de 
supuestos que podem os encontrarnos, para algunos de los cuales ésta  
resu ltar ía  del todo im procedente.

5.2. l aSpReStacioneSdeSeRvicioSno l aboRal eS

Con independencia de que se a ne la cuestión  de la  delim itación  de la  
labora lidad del trabajo en pla taform as, debe quedar claro que éste va a  
ser en  una m ayoría de los casos uno no asalariado. Pues bien , tam bién  
resu lta paten te a estas alturas la  inadecuación de los m ecan ism os de 
regulación  y de protección del trabajo autónom o para estos trabajado-
res, por  lo que hay que adaptar el esquem a del trabajo por  cuenta pro-
pia, pensado para una  determ inada realidad social y profesional, para 
que siga  siendo de u tilidad a este otro colectivo, m uy diferente y sobre 
todo m uy diverso. Son  m uchos los aspectos necesitados de m ejora : la  
ordenación del in tercam bio de prestaciones; el régim en de responsa-
bilidades en tre las partes; el papel del in term ediario tecnológico; el 
m odelo de protección  social, etc…

264  Com o m uestra de inclusión expresa por el legislador podem os indicar el caso de los 
altos directivos y los em pleados de servicio dom éstico, a partir  de la  pr im era  versión  del 
Estatu to de los Trabajadores de 1980. Com o m uestra de exclusión , los transportistas 
au tónom os en  1994.
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Sobre todo habrá que repensar  estos contratos asum iendo lo que ver-
daderam ente son el siglo XXI: no tan to el soporte de in tercam bios 
rea les en tre profesionales y clien tes en  igualdad de condiciones, sino 
el vehículo a través del cual personas físicas acuden al m ercado para 
obtener una retribución  que les sirva de soporte vital, en situaciones de 
profunda desigualdad económ ica las m ás de las veces. 

En  el trabajo en  pla taform as las m odalidades contractuales no labo-
ra les deben  ser capaces de ofrecer un  m arco regulador en  el que las 
que obligaciones del clien te y de la propia  plataform a se adapten para 
contr ibuir a la  tu tela  del prestador, que puede encon trarse en una si-
tuación  de debilidad económ ica. Hay que buscar  m ecanism os para 
asegurarle alguna form a de estabilidad, de continuidad en  el ingreso, 
de seguridad jurídica  en  las obligaciones m utuas, de responsabilidad, 
y de calidad en las condiciones de prestación  del trabajo en  general. 
Todo ello sin  llegar  a  la  laboralización  indiscrim inada de estas pres-
taciones, que no siem pre resu ltará posible o adecuada, com o se ha 
dicho. En  este sentido se ha sugerido la u tilidad de diseñar  nuevos 
tipos contractuales interm edios en tre el asa lariado tradicional y el au-
tónom o com ún , en la  línea de la tendencia generalizada en el siglo XXI 
de superar la  dicotom ía tradicional sobre la  que se ha constru ido la  
regulación  de los servicios profesionales265.

Otras propuestas plantean crear nuevas categorías capaces de englo-
bar a  unos trabajadores con caracter ísticas tan poco usuales, com o 
la  de “independent worker” que se ha elaborado en  la doctrina ius-
labora lista  norteam ericana266; o u tilizar  la tipología de m odalidades 
contractuales laborales y paralaborales267, incluyendo las gu ras de las 
relaciones laborales especiales o el trabajo parasubordinado268.

265  Por ejem plo, GARCÍA QUIÑONES, J.C.: “Desarrollo tecnológico y nuevas m aneras 
de trabajar : ¿Hacia una recon guración  en los contornos del derecho del trabajo?”; y 
TODOLÍ SIGNES, A.: “El trabajador en la “Uber econom y”: Ni dependiente ni autóno-
m o, sino todo lo con trario”; am bos trabajos son com unicaciones presentadas a l XXVI 
Congreso de la  AEDTSS; Córdoba, 2016.
266  Esta es la  propuesta de HARRIS, S.D. & KRUEGER, A.B.: “A Proposal for Modern-
izing Labor Laws for Twen ty-First-Cen tu ry Work: The “Independen t Worker”, The Ham il-
ton  Project, 2015; cr íticos con esta propuesta son  EISENBREY & MISHEL“Uber bu si-
ness model does not ju stify a  new ‘independent worker’ category”, 2017, accessible en  
h ttp ://www.epi.org/pu blica tion /uber-business-m odel-does-not-ju stify-a-new-in depen-
dent-worker-category/
267  TODOLÍ SIGNES, A.: “¿La gura del TRADE resuelve los problem as laborales de 
la  uber econom y?”, Argu mentos en  Derecho Laboral, 2016, accesible en  h ttps://adrian -
todoli.com /2016/06/15/la- gura-del-trade-resu leve-los-problem as-labora les-de-la-uber-
econom y/.
268  Aunque la  experiencia europea  nos dem uestra que las categorías in term edias entre 
una y otra form a de em pleo no han  alcanzado todavía un  n ivel su ciente de operativi-
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No se trata  tan  sólo de avanzar  en la  ordenación equilibrada y soste-
nible de los con tratos de servicios no laborales, que se prestan en  un  
entorno colabora tivo. Debem os avanzar  tam bién  en el diseño de un 
m arco norm ativo adecuado la  econom ía colaborativa real, aquella en 
la  que lo prim ordial es la colaboración au tén tica  en tre ciudadanos, al 
m argen  del m ercado. E l Derecho del Trabajo tiene guras en  las que 
cabrían , en principio, estos in tercam bios: las prestaciones de servicios 
a títu lo de am istad, benevolencia  y buena vecindad, de un  lado; y los 
trabajos fam iliares, por otro, si bien  estos ú ltim os están m uy lim itados 
por  las exigencias de cercanía  en  el grado de paren tesco que exige el 
legislador. Los trabajos benévolos son seguram en te los m ás cercanos a 
los de la  econom ía colaborativa real269; responden , sin  em bargo, a una 
lógica  diferente, a l fa ltar  el carácter sinalagm ático que encon tram os 
en el consum o colaborativo. Su carácter de actividad exclu ida del De-
recho del Trabajo, adem ás, les im pide tener una regulación  que pueda 
servir  de pauta  para ordenar la  actividad de colaboración  en tre parti-
culares. 

La alternativa, considerar  que en  la  econom ía del com partir  existe tra -
bajo asalariado, pero retr ibu ido m ediante la  prestación de otros ser-
vicios de valor  equ ivalen te, resulta igualm ente insatisfactoria . No se 
trata  tan  sólo de retr ibución  en  especie, sino que tam bién  hay una 
ausencia de dependencia que im pide esta  cali cación . Incluso si se 
aceptara ésta , las di cultades que genera la aplicación  de la  legislación  
labora l, sca l y de Seguridad Social son tam bién  evidentes.

En  general se ha plan teado la di cu ltad que supone para el ordena-
m iento ju r ídico en  su  con junto este tipo de prácticas, de claro con ten i-
do económ ico pero que escapan  a la  lógica del m ercado. Los espacios 
para  in tercam bios prestados por otros títulos jur ídicos son lim itados, 
claram en te insu cien tes para  dar respuesta  a  un  fenóm eno de este vo-
lum en. Más claras son  las lim itaciones cuando se les pretende utilizar 

dad com o para dar  respuesta  a  este fenóm eno, y en m uchos casos no se ha pasado de 
diseñar una  form a de trabajo au tónom o algo m ás protegido. Cuando no han servido 
para dar car ta  de natu raleza a situaciones claram ente fraudulentas, ju sti cando que no 
se reconozca la verdadera natu raleza de los servicios.
269  Sobre esta m ateria existen  trabajos clásicos en nuestra doctrina, com o los de ALON-
SO OLEA, M.: “Trabajos fam iliares y am istosos, benévolos y de buena vecindad”, Re-
vista española de derecho del trabajo, nº 100, 2000, p . 83; y de VALDÉS DAL-RÉ, F.: 
“El trabajo prestado a títu lo de am istad, benevolencia y buena vecindad”, Relaciones 
Laborales, n º 2, 2012. Un estudio jurisprudencial en  RODRÍGUEZ CARDO, I.A.: “Los 
trabajos am istosos, benévolos y de buena vecindad com o prestación  de servicios no 
laboral: un  repaso a la doctrina judicial recien te”, Actualidad Labora l, n º 22, 2007, p . 
2672. 
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para  legitim ar un  m odelo de econom ía presuntam ente colaborativa, a 
través de pla taform as y m ediando retr ibución , desregu lado y al m ar-
gen  de las norm as laborales270.

5.3. l a cal idad del empl eo

La otra  gran  preocupación que provoca el trabajo digital es el de la 
calidad del em pleo que genera. Con independencia de su  condición , si 
por  cuenta propia o ajena, existen a estas alturas m uchas evidencias 
que las condiciones en  las que se prestan  estos servicios suponen en  
una  m ayoría de los casos un  em peoram iento respecto de las que reci-
ben  los trabajadores convencionales271. 

Esta pérdida de calidad se percibe en todas las dim ensiones de ésta. 
Al realizarse por lo general servicios de escasa en tidad y duración , los 
ingresos que se obtienen  pueden ser  escasos e irregu lares, in su cien tes 
para  cum plir  su  función de asegurar los ingresos su cien tes para la  
econom ía dom éstica. En  esto la  econom ía colaborativa se asem eja a 
otro de los grandes problem as de nuestro m ercado laboral, la  pobreza 
en el trabajo, que se ha aguzado tras las reform as labora les de la  cr isis 

nanciera m undial. E l Estado del Bienestar está  viendo erosionada 
una  de sus bases, la  integración  social m ediante el trabajo, por la pér-
dida de calidad de los em pleos, que ya  no bastan  para producir  este 
efecto integrador.

La irregularidad de los ingresos se acom paña de la  inestabilidad de 
los em pleos que se genera, que se agotan  con la prestación  del servi-
cio contra tado sin  generar  m ás com prom iso para la  plataform a que el 
aceptar  la disponibilidad de la persona para otro encargo. Esto tiene 
consecuencias en  cadena: falta de carrera profesional, m ayor inciden-
cia de los r iesgos profesionales, ausencia de form ación  a cargo de la 
em presa…

Dentro de esta  faceta presen ta una especial gravedad la  cuestión  del 
tiem po de trabajo, uno de los cam pos de protección  m ás avanzada del 
Derecho del Trabajo tradicional. E l tipo de dem anda que reciben estos 
proveedores no encaja  en los m ódulos horarios tradicionales, y gene-
ra lm en te exige una inm ediatez que haga im posible respetar  los lím ites 

270  Ha anunciado esta  carencia, en tre otros autores, SALVADOR CODERCH, P.: “Rela-
ciones de com placencia en el en torno digital”, Revista ju rídica de Cata lu nya, vol. 114, 
Nº 4, 2015, p . 953.
271  Un estudio com pleto de los costes para los trabajadores y para la sociedad en  RO-
GERS, B.: “The Socia l Costs of Uber”, The Un iversity of Chicago Law Review, n º 82, 
2005, p . 85.
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estándares de horario y jornada. Este no es un problem a exclusivo del 
trabajo en  pla taform as, n i siqu iera del em pleo en  sectores in tensivos 
en tecnología272. Tiene que ver m ás bien  con  otros factores com o la  
situación  del m ercado de trabajo, las exigencias de exibilidad, las pre-
siones com petitivas o la  in ternacionalización  de las em presas. En  el 
que nos ocupa se produce con  especial viru lencia , potenciado por el 
tipo de servicios y el canal de con tratación. E l frecuente carácter  trans-
nacional que tienen  estos servicios puede increm en tar  este efecto, a l 
coincidir  los períodos de actividad del clien te con  los de descanso del 
trabajador, que se ve obligado a renunciar  a  ellos.

Más aún, lo irregular de los servicios que se con tratan  y su  escasa cuan-
tía presiona a los trabajadores digitales a  estar dispon ibles m ás tiem po, 
y ocuparse en un m ayor núm ero de encargos para  poder increm entar 
sus ingresos; cuando no es la m ism a plataform a la  que obliga a  aceptar 
todos estos encargos so pena  de quedar exclu ido del elenco de provee-
dores. E l resu ltado es un  alto n ivel de au toexplotación , que se incre-
m en ta el n ivel de precarización  que m uchas plataform as suponen.

5.4. l a RepReSentación Y tutel a col ect iva de l oS tRabajadoReSdigi-
t al eS

Los trabajadores digita les encuen tran  ser ias di cu ltades para desarro-
llar una au totu tela  de sus in tereses. Su  dispersión , discontinuidad y 
diversidad hacen com plicada la  identi cación  de sus in tereses colec-
tivos, su organización para defenderlos, constitución de m ecan ism os 
de representación  y el ejercicio de m edidas de presión. A pesar  de ello, 
en esta fase tem prana del desarrollo de la  econom ía colaborativa  ya 
se han  producido algunas experiencias de defensa organizada de sus 
intereses por  trabajadores digitales, com o ha ocu rrido con  los conduc-
tores de Uber en  algunas ciudades norteam ericanas, o con  los repar-
tidores de Deliveroo en  España, que han llegado a crear  un  sindicato 
y a  convocar  una huelga para exigir una m ejora  de sus condiciones 

272  El reciente debate sobre el llam ado “derecho a la desconexión”, intensi cado tras 
las reform as legales en  Francia y las experiencias negociales en  países com o Alem ania 
o España, es buena m uestra  de la actua lidad de este problem a. Las instituciones tradi-
cionales de ordenación del tiem po de trabajo se han  visto superadas por  las exigencias 
de las em presas y de sus clien tes, im pon iendo jornadas excesivas y afectando a la vida 
laboral y personal de las personas que trabajan . Contam os ya con  alguna publicación 
cien tí ca  de calidad a l respecto. Véanse en  este sentido los trabajos de ALEMÁN PÁEZ, 
F.: “El derecho de desconexión digital: una aproxim ación  conceptual, crítica y con tex-
tualizadora  al hilo de la “Loi Travail Nº 2016-1088”, Trabajo y derecho, nº. 30, 2017, p. 
12; y de VALLECILLO GÁMEZ, M. R.: “El derecho a la  desconexión: ¿”Novedad digital” 
o esnobism o del “viejo” derecho al descanso?”, Revista de trabajo y segu ridad social CEF, 
nº. 408, 2017, p. 167.
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retr ibu tivas, con  éxito. No es ésta , sin  em bargo, la regla general, y lo 
cierto es que estas prácticas son  excepcionales, m oviéndose los em -
pleados de pla taform as en  una situación  en  la que deben defender de 
m anera individual sus in tereses. Lo que se traduce en  la aceptación  de 
las condiciones establecidas de m anera universal por  la  em presa que 
gestiona el soporte tecnológico y, todo lo m ás, alguna negociación con 
el consum idor nal de sus servicios.

La ausencia de una  acción colectiva vigorosa y genera lizada es espe-
cialm ente pern iciosa porque ésta  podría ser una a lternativa  de protec-
ción  para  la  m ejora de su  estatus an te las lim itaciones del m arco jurí-
dico vigen te273. El papel protagonista  que podría  tener  la negociación 
colectiva para establecer  m arcos reguladores adecuados para cada si-
tuación  se ve tam bién  com prom etido, dejando el espacio para el legis-
lador o la  au torregulación  de las propias plataform as.

Hay problem as organizativos pero tam bién  jurídicos para hacerlo po-
sible, ya  que en una m ayoría  de los ordenam ientos no existe la  posibi-
lidad de una regulación  colectiva de las profesiones fuera del ám bito 
del trabajo asalar iado. Tam poco la  acción  colectiva es con tem plada, 
cuando no se considera , en  el caso de los trabajadores au tónom os y 
los m icroem presarios, que supone una vu lneración  del Derecho de la 
Com petencia .

5.5. l a pRotección Social

El Derecho Social a fronta tam bién  el desafío de asegurar  el acceso 
de las personas que trabajan  en  pla taform as a  la protección social274. 
En  general se considera que los trabajadores de la  econom ía colabo-
ra tiva están  en  una situación desfavorable desde el punto de vista  de 
los sistem as de seguridad social, especialm ente aquellos basados en  
esquem as profesionales o en  la provisión  de protección  por parte de 
em presas em pleadoras. Sean asalar iados o autónom os, la form a en 
que se relacionan  con  el m ercado, con sus clientes y con  la  adm inis-
tración  no es la estándar  y tradicional, lo que genera  r iesgos evidentes 
de desprotección. 

Esta desprotección  puede operar  a  diversos n iveles. De m anera inm e-
diata , pueden  quedar a l m argen  del sistem a público, bien  porque sus 
servicios quedan  en  el espacio de la econom ía in form al, bien  porque, 
aun  prestándose de m anera legal, no a lcanzan las dim ensiones consi-

273  OECD, op.cit., p . 30.
274  En extenso HERNÁNDEZ BEJARANO, M., ibídem.
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deradas com o relevantes para activar  la  cobertu ra del sistem a. Así se 
ha denunciado en  España, donde la de nición  de trabajador autóno-
m o a efectos de la  inclusión  en  su  régim en  especia l exige un  elem ento, 
la  habitualidad, que puede no ser fácil de encon trar  en  los trabajadores 
en plataform a. 

Al m argen  del acceso al sistem a hay algunas prestaciones de la segu-
ridad social pública que pueden  plantear especiales com plicaciones. 
En  el largo plazo, los trabajadores digitales pueden  encontrar  m uchos 
obstáculos para  acceder  a  prestaciones de jubilación aceptables, dadas 
las particu lar idades de sus carreras profesionales, que se re ejan  en  
sus carreras de seguro. 

Los sistem as de seguridad social de carácter  profesional presentan  im -
portan tes carencias para  garantizar  las rentas de los trabajadores digi-
ta les. Su  principal instrum ento para ello, la  protección  por desem pleo, 
se pensó para situaciones ocasionales de desocupación , en tre períodos 
de em pleo la rgos; la fa lta  de em pleo podía ser  tam bién larga, pero ser ía 
siem pre una situación  extraordinaria . La prestación  se hace depender 
de la  involuntariedad del paro, tan to desde el punto de vista  del ingre-
so en éste (y para esto se construye la gu ra de la  situación legal de 
desem pleo) com o de la  perm anencia en  él (com prom iso de actividad y 
aceptación  de ofertas adecuadas). Y su  objetivo es com pensar  la  pérdi-
da de ren tas generada por la falta  de salar ios.

En  la  econom ía colaborativa  la  insu ciencia de ren tas no va  a  venir 
tan to de la falta de em pleo, sino de la incapacidad de éstos de produ-
cir un  n ivel adecuado de ingresos. Esta  carencia de m edios puede ser  
crónica  o recurren te. Por ello la  activación  de la  protección no puede 
basarse, com o ahora, en  una situación  pre jada  de pérdida de ocupa-
ción , sino que deberán  tenerse en  cuenta diversas circunstancias de la  
persona y de su  núcleo fam iliar. De la m ism a m anera, la condición de 
activo y la  disposición a trabajar del bene ciario de las prestaciones 
por  desem pleo no puede verse ya al m odo tradicional, a  partir  del cum -
plim iento de un com prom iso de actividad de acuerdo con  un  m odelo 
de con tractualización  de esta  protección; antes bien , será  el hecho de 
trabajar, paradójicam ente, lo que dem ostrará esta  condición . Trabajar, 
claro está, sin  llegar  a  unos niveles considerados su cientes de ingreso, 
com o consecuencia de las condiciones del m ercado o las circunstan-
cias personales y fam iliares275.

275  De alguna m anera  el m odelo debe orien tarse hacia  el reconocim iento generalizado 
del desem pleo parcial; o m ediante la exigencia de un  volum en m ínim o de em pleo para 
poder generar las prestaciones, al m odo del tan denostado desem pleo agrario.
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No es de extrañar  que en  los debates sobre las transform aciones que 
la  presente revolución tecnológica van  a producir  en  el m ercado de 
trabajo, incluyendo las plataform as pero tam bién la  robótica, la  IA, 
el in ternet de las cosas, el big-data, etc., se esté tra tando tam bién  esta  
cuestión . Una de las conclusiones a  las que se está llegando es que, 
an te la  im posibilidad de generar  em pleos de ca lidad para un  volum en  
su cien te de población , deberán in troducirse sistem as de renta un iver-
sal para todos los ciudadanos.

Otros cam bios en  el m ercado de trabajo, com o la  tendencia  de éste a  
operar com o m ercado transicional, con  en tradas y sa lidas con tinuas 
del desem pleo, o la existencia  de bolsas de desem pleo crón ico, ya ha-
bían puesto en  tensión  la  capacidad protectora del sistem a. La eco-
nom ía  colaborativa sigue esta línea, por  lo que parece claro que los 
sistem as de protección  social pública, el soporte fundam enta l del Es-
tado del bienestar, deberán ser objeto de profundas transform aciones 
no sólo para asegurar  su sosten ibilidad, sino sobre todo para poder 
m antener  su  e cacia  com o garan tes de in tegración  social y dign idad 
para  la  población .

5.6. otRaScueSt ioneS

La econom ía colaborativa está produciendo que algunas cuestiones 
consideradas poco relevantes para el Derecho del Trabajo pasen  a te-
ner  una gran  im portancia , colocándose en prim era línea  de la  agenda 
reguladora de éste, por  existir  nuevos problem as para los trabajadores 
digitales. Para term inar esta enum eración  de asuntos canden tes m e 
lim itaré a indicar  algunos de éstos.

Para el Derecho del Trabajo la  existencia de una pluralidad de em -
presarios es m uy relevan te cuando nos encontram os an te una única 
relación  de trabajo; así ocu rre con  los supuestos de colaboración  in-
terem presarial com o la  subcontra tación  o la  cesión  de m ano de obra. 
No lo es, sin  em bargo, cuando son  varias las relaciones que existen , 
com o en  los casos de pluriem pleo; n i cuando la pluralidad es suce-
siva, a l producirse la  salida del em pleo y el acceso a otro nuevo276. 
Esto es así porque se ha partido siem pre de una libertad com pleta del 
trabajador en  cuanto a su  perm anencia en el con trato de trabajo, con  
m uy pocas excepciones, estando esta libertad en  el código genético 
del Derecho laboral desde su  protoh istoria . A esto ha  contr ibu ido, se-

276  Esta falta  de atención  con trasta , por ejem plo, con el detalle y r igor  con  que se ha 
regulado siem pre la transm isión  de em presas, supuesto cercano en el que cam bia la 
persona del em pleador aunque se m antenga la relación  de trabajo.
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guram ente, que no se han  identi cado situaciones de r iesgo para los 
trabajadores en estos casos, m ás allá de los posibles excesos de jornada 
en el caso de trabajar  para varios em pleadores sim ultáneam ente. Las 

guras tradicionalm ente vincu ladas a  estas situaciones denotan  este 
carácter  secundario: la  cláusula  de no com petencia postcontractual, la  
prohibición de la com petencia desleal, la  cláusula de perm anencia…

En la econom ía colaborativa esto va a  cam biar, porque en  el m ode-
lo de trabajo que se generaliza  van a ser  constan tes las rotaciones y 
el trabajo para  varias plataform as, posiblem en te com petidoras en tre 
sí277. E l prototipo de trabajador es el que va de una a otra  con  regu-
lar idad (“slasher”), o el que desem peña distintos tipos de servicios si-
m ultáneam ente (“m ultijobbing”)278. A partir  de aquí, ¿puede exigirse 
la  in scripción  exclusiva en una éstas? ¿Puede im ponerse la perm anen-
cia y/o la disponibilidad para  aceptar  los encargos? ¿Tienen sen tido 
estas lim itaciones cuando la  plataform a no garantiza  un  n ivel m ín im o 
de actividad com o para asegurar  unos ingresos su cien tes? Hasta el 
m om en to han  sido las m ism as em presas las que han im puesto sus so-
luciones a  éstas y otras cuestiones. La in tervención  legislativa es, por  
ello, im prescindible279.

El plu riem pleo com o regla obligará a  considerar  tam bién  otros aspec-
tos: la prioridad en  caso de concurrencia de encargos; la  aplicación  de 
los lím ites de jornada cuando se trabaja para varias plataform as; la 
identi cación  del su jeto responsable en  caso de accidente de trabajo; 
la  im putación  de los gastos su rgidos con  la  prestación  de servicios; 
la  cotización  a la seguridad social; la no com petencia… La rotación  
continua m otivará  tam bién  que se replan teen  las cláusulas de perm a-
nencia280 y las de no com petencia poscontractual. La dispon ibilidad 
para  aceptar un  servicio, y no ya exclusivam ente del tiem po de trabajo 
efectivo, pasarán  a ser  una parte im portan te del objeto de la  presta-
ción  de trabajo. Este tipo de com prom isos es ya relevante para algunos 

277  La realidad es que en  las pla taform as de servicios tam bién se puede identi car la  
presencia de tres su jetos en sus operaciones, com o en  la cesión  y en  la  contrata: el 
trabajador, la persona  que recibe los servicios y la  que pone en  con tacto a am bos por 
m edio de una plataform a de gestión.
278  OCDE, op.cit., p . 29.
279  OCDE, ibídem .
280  Recien tem ente en  el estado de Idaho, en  los Estados Unidos, se ha aprobado una  
norm ativa que restringe la capacidad de los trabajadores de abandonar sus puestos 
de trabajo para aceptar ofertas de em pleo en  otras em presas del sector. Este tipo de 
regulaciones se está  generalizando en la econom ía digital, no tanto por  el trabajo en 
plataform as sino por la  alta rotación  de los em pleados de alta cuali cación  en  el sector 
de la tecnología. Afectan , sin  em bargo, a  todo tipo de personas y em presas. 
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em pleos concretos, m inoritar ios en  el m ercado de trabajo contem po-
ráneo; en  las plataform as de trabajo colaborativo serán  un elem ento 
connatu ra l a una m ayoría  de las ocupaciones.

En  tal contexto deberá in tensi carse tam bién  la  tu tela  jur ídica del ciu -
dadano en  el m ercado de trabajo, porque en  este sector  particu lar  de la  
econom ía los riesgos y las necesidades de los trabajadores son  m ayo-
res. Así, el derecho constitucional al trabajo debe activarse para elim i-
nar  las condiciones im puestas por  las plataform as que lo lim iten , por 
im poner la  aceptación  de tareas, establecer  perm anencias m ínim as o 
lim itar  el acceso a otras281. Estos canales de con tratación deberán  re-
gularse en  su  faceta de m ecanism o de acceso al em pleo, de acuerdo 
con los principios de ordenación  del Derecho del Em pleo.

Muchas de estas prestaciones de servicios son  transnacionales, ya que 
en el soporte de la  red en  que se producen  las fron teras estata les son un  
factor irrelevante. A la  com plejidad ya indicada de conocer la  legisla-
ción  que se aplicará al intercam bio de unos servicios por su  retr ibución 
a través de una  plataform a de contratación se añade el hecho de que 
cada uno de estos tres factores puede estar  situado en  Estados diferen -
tes. Hay que diseñar  m ecan ism os ágiles para gestionar los con ictos 
de leyes, garan tizando la  seguridad ju rídica pero evitando a la vez el 
dum ping social propio de este tipo de situaciones transnacionales.

En  las relaciones laborales los con ictos en tre las partes de la relación  
de trabajo son  num erosos, continuos y necesitados de m ecanism os 
ágiles de resolución . Para hacerlo se han desarrollado sistem as avan-
zados y m uy e cien tes, au tónom os (m edidas de presión , m ecanism os 
de solución  extrajudicial de con ictos) o heterónom os (sistem as judi-
ciales o extrajudiciales). En el ám bito de la econom ía  colaborativa se 
duda de que éstos resu lten  operativos para satisfacer  adecuadam ente 
las exigencias de justicia  de los trabajadores digita les. Es cier to que los 
existentes han  funcionado, y en el caso Uber, pionero de lo que vendrá 
después con  otras plataform as, han  sido los tr ibunales y organ ism os 
adm inistrativos estadoun idenses, br itán icos, franceses o españoles los 
que han  dado las prim eras respuestas a  las dem andas de sus conduc-
tores. 

281  Me he ocupado de esta cuestión  en  otro trabajo, al que m e perm ite de nuevo re-
m itirm e, con  ocasión de un hom enaje a l profesor Manuel Ram ón Alarcón  Caracuel: 
RODRÍGUEZ-PIÑERO ROYO, M.: “El derecho al trabajo en  la Constitución  Española”, 
en CRUZ VILLALÓN, GÓMEZ MUÑOZ & RODRÍGUEZ-RAMOS VELASCO (coords.), 
“Los debates actu ales en  el Derecho del Trabajo y la protección  social. Estu dios en recuer-
do del profesor Dr. Manu el Ramón Alarcón  Caracu el”, Consejo Andaluz de Relaciones 
Laborales, Sevilla, 2016, p . 2016.
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En el ám bito de la  econom ía digital ya  han aparecido algunas solu-
ciones innovadoras para resolver  las controversias que surgen en tre 
sus usuarios. Así ha ocu rrido con  algunas m onedas digitales, com o el 
bit-coin , con bastante éxito. Serían  com o pla taform as de resolución  de 
con ictos, que u tilizan m odelos m uy sim pli cados de arbitraje; tiene 
com o ventajas su  accesibilidad, su  bajo coste y, sobre todo, su carácter  
supranacional. Es razonable esperar  que se generalicen tam bién para 
las pla taform as de econom ía colaborativa, com o com plem ento a los 
aparatos judiciales y adm inistrativos nacionales. 

6. CONCLUSIONES

Com o se ha podido constatar en el estudio realizado en las páginas 
anter iores, la  econom ía  colaborativa es un fenóm eno com plejo que se 
está  extendiendo a n ivel global a  un  ritm o sin  precedentes. Este r itm o, 
un ido al carácter disruptivo que t iene en  m últiples aspectos, está  po-
n iendo a prueba la  capacidad de reacción  del ordenam iento jur ídico. E l 
resu ltado está  siendo una eviden te obsolescencia  norm ativa  en  sectores 
en teros de éste, incluyendo al Derecho del Trabajo, una ram a especial-
m en te sensible a  las transform aciones tecnológicas y del sistem a pro-
ductivo. Esto está generando grandes espacios de au torregulación en 
los que los propios operadores del m ercado actúan  con  plena libertad 

jando las condiciones de con tra tación  y de prestación de los servicios.

Esta situación  ha generado un  intenso debate sobre la necesidad de 
una  in tervención  reguladora en  la econom ía colaborativa, adoptando 
el m arco norm ativo de los servicios o generando otro nuevo. Existe a 
estas a lturas bastan te consenso sobre la  oportunidad y conveniencia 
de acom eter  esta  in tervención , con  m ayor disenso sobre cuál debe ser  
su conten ido y cuáles los instrum en tos para ponerlo en  práctica. 

Existe, por  tanto, una “agenda legisla tiva” para la  econom ía colabora-
tiva, aún  por de nir  en gran  m edida. Dentro de ésta, las reform as de la  
legislación laboral tienen  un  m arcado protagonism o, estando presen -
tes en  todas las propuestas que se están elaborando, y existiendo tam -
bién  paquetes diseñados con  atención  especí ca a estos aspectos. Esto 
es fácil de entender, dadas las particular idades que presenta el trabajo 
prestado a través de las plataform as que la  caracter izan respecto de las 
prestaciones laborales tradicionales, para las que se elaboró y adoptó 
el Derecho del Trabajo que hoy aplicam os. 

La agenda legislativa labora l de la econom ía  colabora tiva  incluye 
una  plu ralidad de cuestiones, in stituciones concretas tan to labora les 



221

el j uRiSt a del t Rabaj o f Ren t e a l a eco nomía co l abo Rat i va

com o de seguridad social cuyo tratam iento legal resu lta  poco idóneo. 
Cuestiones centrales requieren  de adaptaciones en profundidad, com o 
todos los aspectos colectivos, los m ecanism os de iden ti cación  de la 
labora lidad o la  tu tela de las condiciones de vida y de trabajo. Otras 
hasta ahora  poco relevantes, com o el pluriem pleo, la repu tación  del 
trabajador o la  rotación  en tre em presas, devienen  m uy relevan tes. 

Las di cu ltades para tratar  adecuadam ente estas cuestiones son  consi-
derables; algunas de estas cuestiones son  nuevas; otras afectan  a  reglas 
fundam entales de la legislación  laboral. No están  claros los espacios 
que deben  corresponder a  la ley, a  los conven ios, a  la  autorregu lación  
por las plataform as y a  los acuerdos individuales con éstas y sus clien -
tes. Las presiones en  contra de que se produzca esta  in tervención son  
num erosas, por  parte de los operadores de este m ercado y de los de-
fensores de la  desregu lación de estas actividades. Aun  así, parece claro 
im ponerse la  posición  favorable a  una adaptación de nuestro Derecho 
para  que pueda m an tener  su  capacidad de regular  el trabajo individual 
dentro de unos esquem as de decencia y dignidad.

Ahora bien , a la  hora de desarrolla r  esta agenda legislativa es funda-
m en tal aceptar  que esta realidad se caracter iza an tes que nada  por su  
diversidad, ya que hay tantos com o m odelos de negocio y soluciones 
tecnológicas se hayan  ideado en los distin tos sectores en  los que se 
opera282. Éste es probablem ente el m ayor desafío que plan tea la  econo-
m ía colaborativa  para el jur ista, que debe partir de ésta  para constru ir  
regulaciones que canalicen  su crecim iento del trabajo para asegurar su 
sostenibilidad tan to económ ica com o social. Sin  que los elem entos co-
m unes que hacen  que podam os hablar  de una m ism a realidad ocu lten 
el hecho de que estam os ante distin tos m odelos de negocio, cada uno 
de los cuales genera relaciones jur ídicas y provoca problem as socia les 
propios.

282  Por  poner un  ejem plo bien  conocido, en  el transpor te por  carretera Lyft se diferen -
cia de Uber, éste de Cabify y todos ellos de Blablacar ; no se puede pretender resolver la  
cuestión  de sus conductores con  una única m edida.


